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Honorable Magistrada 
RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Ponente 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SALA CIVIL 
E. S. D. 
 
 
 
Asunto: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
 
Referencia: PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE MAYOR 

CUANTÍA 
Demandantes: ANDREA NOHELIA FONSECA Y OTROS 
Demandados: OSCAR DUARTE SANCHEZ Y OTROS 
Radicado:  110013103028-2010-00723-01 
 
 
 
JUAN CARLOS ROJAS CERÓN, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 7.543.706 de Armenia y con domicilio en la ciudad de 
Bogotá D.C. abogado portador de la tarjeta profesional No 95.214 
expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, plenamente 
identificado dentro del presente proceso, en mi calidad de apoderado 
de la parte actora y apelante, por medio del presente escrito, me permito 
SUSTENTAR el recurso de apelación interpuesto en contra de la 
sentencia de primera instancia proferida dentro del asunto de la 
referencia, de conformidad con el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 
para lo cual procedo de la siguiente manera: 
 
En primer lugar, es pertinente señalar que en el asunto de autos se llevó 
a cabo una transacción parcial con quienes ejercieron de manera directa 
la actividad peligrosa y la compañía aseguradora que amparaba la 
responsabilidad civil contractual y extracontractual; esto es, con el señor 
Pablo Emilio Pico Hernández, la empresa Tairona Expres S. A. y 
Seguros Colpatria. Así las cosas, los demandantes desistieron en favor 
de estos demandados y prosiguieron la acción en contra del señor 
Oscar Duarte Sánchez propietario del establecimiento de comercio 
Destinos de Colombia, el señor Ezequiel Naranjo propietario del 
establecimiento de comercio Colegio los Monjes, el señor Yohn Eduardo 
Pinzon Baez y Autobuses Aga De Colombia S. A.  
 
Después de terminar el recaudo probatorio y haber llevado a cabo los 
alegatos de conclusión, el A quo dictó sentencia mixta, esto es, 
condenatoria para el demandado Oscar Duarte propietario del 
establecimiento de comercio Destinos de Colombia, de la cual no se 
tiene reparo alguno, y absolutoria para los demandados Ezequiel 
Naranjo propietario del establecimiento de comercio Colegio los Monjes, 
el señor Yohn Eduardo Pinzon Báez y Autobuses Aga De Colombia S. 
A., absoluciones sobre las cuales disiente la parte actora y por tanto se 
ha interpuesto el recurso de alzada el cual entró a sustentar: 
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1. SOBRE LA ABSOLUCIÓN DEL SEÑOR EZEQUIEL NARANJO 
PROPIETARIO DEL ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO COLEGIO 
LOS MONJES Y EL PROFESOR YOHN EDUARDO PINZON BAEZ 

 
 
En síntesis el A quo despacha desfavorablemente las pretensiones que 
se habían propuesto en contra del demandado Ezequiel Naranjo, al 
considerar que existe en el plenario una acta de asamblea de padres de 
familia en la cual el demandado como director del Colegio aprueba la 
realización de la excursión de grado 11 del año 2009, siempre y cuando 
se rija por el manual de convivencia del Colegio pero se realice bajo la 
responsabilidad de los padres de familia; así mismo, por considerar que 
él no suscribió el contrato de transporte de los menores a la excursión 
y por último por considerar que no tenía potestad alguna de vigilancia y 
control sobre el conductor del vehículo sobre quien los demandados 
quisieron establecer un litisconsorcio necesario inexistente. 
 
Al analizar la supuesta acta de asamblea de padres de familia llevada a 
cabo el 18 de febrero de 2009, obrante a folio 400 del cuaderno 
principal, se encuentra que nunca se relacionaron los supuestos padres 
de familia que asistieron a tal asamblea de padres y por tanto no se 
puede aseverar que los padres de familia que fungen como 
demandantes hayan participado en la misma y mucho menos que hayan 
asumido la responsabilidad que se les quiere inculcar. 
 
De igual manera existe acta de asamblea de padres de familia para el 
mes de octubre de 2009, obrante a folio 398, la cual preside el mismo 
demandado Ezequiel Naranjo y donde también brilla por su ausencia la 
relación de los supuestos padres de familia que a ella asistieron. 
 
Estas pruebas, aunadas a los interrogatorios de parte, a las pruebas 
testimoniales y documentales, dan cuenta que el Colegio Los Monjes, 
desde el primer momento conoció de la organización de la excursión de 
grado 11, permitió que la liderará el director de curso, demandado Yohn 
Eduardo Pinzón Baez, quien era su dependiente y que no solo está 
llamado a responder de manera solidaria sino que sus conductas 
conllevan a la responsabilidad civil extracontractual de su jefe Ezequiel 
Naranjo, quien de conformidad a lo establecido en el artículo 2347 del 
Código Civil lo lleva a responder por las conductas de su dependiente, 
las cuales son reprochables como se alegará más adelante. 
 
Los establecimientos educativos se regulan por las normas 
especializadas que emite el Ministerio de Educación y las Secretarías 
de Educación de carácter departamental, municipal o distrital, las cuales 
no solo se orientan a garantizar que la educación de los menores sea 
acorde con las necesidades del desarrollo integral de los mismos, sino 
con su protección, y es por esto que asumen una posición de garantes 
frente a los menores de edad que están bajo su custodia y protección, 
por lo que el actuar de directivos y educadores se enmarca dentro del 
deber objetivo de cuidado, liberándose de cualquier responsabilidad 
mediante la existencia comprobada de una causa extraña, lo que en el 
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caso de autos como estaré argumentando no sucedió, o al menos no se 
probó. 
 
Veamos lo que nos enseña la jurisprudencia del Consejo de Estado 
sobre la posición de garante de los establecimientos educativos: 
 

“INSTITUCIONES EDUCATIVAS - Deber de cuidados y custodia. 

Razones de tipo subordinado y garantía / PROCESO EDUCATIVO - 

Quien lo asume adquiere, automáticamente, y por vía Constitucional y 

Legal, la obligación de velar por quienes acuden a ese proceso / 

DAÑOS CAUSADOS A QUIENES SE ENCUENTRAN BAJO LA 

DIRECCION Y CUIDADO DE LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS - 

La responsabilidad se extiende a las actividades académicas que 

tengan lugar por fuera del establecimiento educativo 

[en lo] concerniente al deber de cuidado que pesa sobre las 

instituciones que prestan el servicio público de educación, vale decir 

que este imperativo obedece a razones de tipo subordinario y de 

garantía, en el entendido de que quien asume el proceso educativo 

adquiere, automáticamente, y por vía Constitucional y Legal, la 

obligación de velar por quienes acuden a ese proceso, teniendo en 

cuenta que, por regla general, se trata de menores de edad inmersos 

en la búsqueda del conocimiento, los que por esa sola razón ameritan 

un grado especial de protección; (negrilla y subrayado fuera del texto) en 

otras palabras, dado que el proceso formativo abarca, en principio, a la niñez 

y a la juventud, quienes dirijan ese recorrido, deben, además de cultivar en 

los destinatarios los saberes propios según los estándares educacionales, 

proteger la vida e integridad física de los mismos, la cual puede verse 

perturbada por razones propias de interacción o por otros eventos adversos. 

En razón a esa exposición social, y a la subordinación existente entre los 

menores y los educadores o directivas, se genera una posición de garantía, 

por lo tanto el prestador del servicio está obligado a asumir el rol de garante 

de los derechos de quienes están bajo su custodia y cuidado. (…) los 

establecimientos educativos deben responder por los daños causados 

a quienes se encuentran bajo su dirección y cuidado. Esta directriz se 

hace extensible a los daños que se producen en el desarrollo de las 

actividades académicas exigidas a los estudiantes, que tengan lugar 

por fuera del establecimiento educativo (negrilla y subrayado fuera del 

texto). Ahora, este deber de vigilancia se extiende incluso a actividades 

académicas que tengan lugar por fuera del establecimiento educativo, como 

el servicio social educativo obligatorio, comoquiera que tal como lo define la 

Ley 115 de 1993, es un requisito para optar el título de bachiller. Asimismo, 

dispone el Decreto 1860 de 1994 que los temas de este servicio deben ser 

señalados en el proyecto educativo institucional de cada establecimiento 

educativo. NOTA DE RELATORIA: Sobre el deber de custodia de los 

establecimientos educativos y la posición de garante que ostentan respecto 

de los alumnos, consultar sentencias de: 7 de septiembre de 2004, exp. 

14869; 23 de agosto de 2000, exp. 18627 y de 4 de octubre de 2007, exp. 

15567”1 

“Por posición de garante debe entenderse aquélla situación en que coloca 
el ordenamiento jurídico a un determinado sujeto de derecho, en relación 
con el cumplimiento de una específica obligación de intervención, de tal 
suerte que cualquier desconocimiento de ella acarrea las mismas y 
diferentes consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para el 
autor material y directo del hecho... 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera. 
Subsección C. Sentencia del 28 de enero de 2015. C.P. Olga Melida Valle de la Hoz. 
Radicación No. 05001-23-31-000-1997-03186-01(30061) 
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“Así las cosas, la posición de garante halla su fundamento en el deber 
objetivo de cuidado que la misma ley –en sentido material– atribuye, en 
específicos y concretos supuestos, a ciertas personas para que tras la 
configuración material de un daño, estas tengan que asumir las derivaciones 
de dicha conducta, siempre y cuando se compruebe fáctica y jurídicamente 
que la obligación de diligencia, cuidado y protección fue desconocida.” 
Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de octubre de 2007, 
expediente 15.567, C.P. Enrique Gil Botero.”2 

 
 
De igual manera, esa misma corporación ha establecido que los 
establecimientos educativos mantienen esa posición de garantes frente 
a actividades extracurriculares, como los paseos o excursiones, 
veamos: 
 

“Sobre este punto, concerniente al deber de cuidado que pesa sobre 
las instituciones que prestan el servicio público de educación, vale 
decir que este imperativo obedece a razones de tipo subordinario y de 
garantía, en el entendido de que quien asume el proceso educativo 
adquiere, automáticamente, y por vía Constitucional y Legal, la 
obligación de velar por quienes acuden a ese proceso, teniendo en 
cuenta que, por regla general, se trata de menores de edad inmersos 
en la búsqueda del conocimiento, los que por esa sola razón ameritan 
un grado especial de protección; en otras palabras, dado que el 
proceso formativo abarca, en principio, a la niñez y a la juventud, 
quienes dirijan ese recorrido, deben, además de cultivar en los 
destinatarios los saberes propios según los estándares 
educacionales, proteger la vida e integridad física de los mismos, la 
cual puede verse perturbada por razones propias de interacción o por 
otros eventos adversos. En razón a esa exposición social, y a la 
subordinación existente entre los menores y los educadores o 
directivas, se genera una posición de garantía, por lo tanto el 
prestador del servicio está obligado a asumir el rol de garante de 
los derechos de quienes están bajo su custodia y cuidado. 
(negrilla y subrayado fuera del texto) 
 
Sobre el deber de custodia de los establecimientos educativos y la 
posición de garante que ostentan respecto de los alumnos, la 
Corporación tiene por establecido:  
 
“El artículo 2347 del Código Civil, establece que ‘toda persona es 
responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de 
indemnizar el daño, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su 
cuidado’. 
 
“Así los directores de colegios y escuelas responden del hecho de los 
discípulos mientras están bajo su cuidado, y los artesanos y 
empresarios, del hecho de sus aprendices o dependientes, en el 
mismo caso. 
 
“La custodia ejercida por el establecimiento educativo debe 
mantenerse no sólo durante el tiempo que el alumno pasa en sus 
instalaciones, sino también durante el que dedica a la realización 
de otras actividades educativas o de recreación promovidas por 
éste, incluyendo paseos, excursiones, viajes y demás eventos 
tendientes al desarrollo de programas escolares. (negrilla y 
subrayado fuera del texto) 

                                                           
2 Ibíd. 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ – SALA CIVIL 
Asunto:              SUSTENTACIÓN  RECURSO DE APELACIÓN 
Referencia:        PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE MAYOR CUANTÍA 
Demandantes:   ANDREA NOELIA FONSECA Y OTROS 
Demandados:    TAIRONA EXPRESS LTDA Y OTROS 
Radicado:          2010-00723 
Gerencia-pc/derechodigital(compartida)/rojasyasociados/particulares/guajira2010-723 

 

Página 5 de 8 
 

 
“El deber de cuidado surge de la relación de subordinación existente 
entre el docente y el alumno, pues el primero, debido a la posición 
dominante que ostenta en razón de su autoridad, tiene no sólo el 
compromiso sino la responsabilidad de impedir que el segundo actúe 
de una forma imprudente””3 

 
 

Los padres de familia, en el entendido que los establecimientos 
educativos poseen una posición de garantes frente a las diferentes 
actividades de sus menores, adquieren una confianza legítima que tanto 
los directivos como los educadores están preparados para asumir la 
custodia de sus hijos y es por esa confianza, que como en el caso en 
estudio, terminan entregando el cuidado de la integridad y la vida de sus 
menores hijos en personas ajenas al núcleo familiar, y pretender que el 
establecimiento educativo se libere de responsabilidad por el hecho que 
bajo su poder dominante les manifieste a los padres de familia que son 
ellos quienes responden por lo que le pueda ocurrir a sus menores hijos 
en una actividad que requería el uso de medios de transporte que se 
desarrollan bajo una actividad peligrosa, o les haga suscribir unos 
documentos de asunción de responsabilidad sin argumentación alguna, 
sería permitir que los directivos y educadores, reitero, haciendo uso de 
su posición dominante,  trasladaran en todo momento su posición de 
garante a los padres de familia, cuando estos, como en el caso que nos 
ocupa, no coordinaron o dirigieron la excursión en la cual se presentó el 
lamentable accidente, veamos: 
 
El propietario del establecimiento de comercio y demandado en esta 
Litis desde el mes de febrero de 2009, cuando supuestamente se llevó 
a cabo la primer asamblea de padres de familia, no solo consintió la 
organización y ejecución de la excursión extracurricular, sino que 
permitió que la apoyaran los directores de curso en este caso el señor 
Yohn Eduardo Pinzon Baez. 
 
De acuerdo a los interrogatorios y testimonios, se puede observar que 
las diferentes reuniones para el seguimiento y programación de las 
actividades para la excursión se llevaron a cabo en las instalaciones del 
colegio y a instancias del director de curso, los profesores y las 
directivas. 
 
El contrato con el señor Oscar Duarte propietario del establecimiento 
Destino de Colombia lo suscribió el profesor Yohn Eduardo Pinzon Baez 
y no como lo aseguró el A quo en calidad de representante de los padres 
de familia, pues eso no lo dice el contrato, pero lo que si es obvio es 
que lo firmó como director de curso, pues es quien según las pruebas 
venía coordinando toda la organización de la excursión, y de esta 
manera, no solo se comprometió personalmente, sino que como 
dependiente del Colegio, lo comprometió de manera indirecta a procurar 
como contratante que se cumpliera lo pactado. Nótese que ante el 
silencio y negligencia del profesor Yohn Eduardo Pinzón Báez y por 

                                                           
3 Ibíd. 
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ende del Colegio al que representaba, la agencia de viajes no puso a 
disposición un vehículo último modelo, ni dos conductores con 
experiencia, e inclusive, a pesar de viajar en la excursión, el profesor  
Yohn Eduardo Pinzón Baez, el profesor Jorge Edward Mora Ospina y la 
profesora Lilian Shirley Naranjo (hija el demandado y dueño del 
Colegio), permitieron como se acredita por los interrogados y testigos, 
que el conductor del bus transitara a alta velocidad a pesar que se 
trataba de una vía de difíciles condiciones, situación que el señor Juez 
de primera instancia procuró justificar manifestando que profesor Yohn 
Eduardo Pinzón Báez no viajaba al momento del accidente en el 
vehículo accidentado y que no tenía facultad para requerir al conductor 
del vehículo, posición que se reprocha, toda vez que en la excursión 
viajaban dos profesores más, y al profesor Pinzón Báez le bastaba con 
pedirle al conductor de la van que iba en el viaje y en la que se 
desplazaba que le hiciera señas al otro vehículo para que se detuviera 
o bajara la velocidad, o llamar a uno de sus compañeros docentes que 
si iban en el bus accidentado para que requirieran al conductor a fin de 
que condujera con la diligencia debida. 
 
Es imposible que el propietario del colegio o su rector estén en todas 
las actividades propias de un establecimiento educativo, pero es 
precisamente por eso que muchas actividades se delegan en los 
directores de curso o los educadores, sin que se pueda pregonar que la 
responsabilidad de la institución desaparece o se transfiere tan 
fácilmente como se pretende convalidar en este proceso. 
 
Los padres de familia en este caso, más allá de suscribir la autorización 
para el viaje de sus hijos, y colaborarles para la adquisición para los 
recursos del viaje, no suscribieron el contrato con la agencia de viajes y 
por tanto no tenían la facultad que si tenía el director de curso para hacer 
los requerimientos al contratante para que cumpliera con las 
obligaciones contractuales tendientes a brindar la seguridad requerida 
para sus hijos, máxime cuando quienes terminan viajando con los 
menores fueron el director de curso y dos profesores más, esto es, 
dependientes del demandados Ezequiel Naranjo, y por tanto, fueron 
ellos, como  voceros el Colegio y los menores, quienes debían procurar 
que toda actividad se desarrollara bajo criterios de seguridad para los 
menores, y no lo hicieron, situaciones que insisto eran imposibles de 
controlar o requerir por parte de los padres quienes se quedaron en la 
ciudad de Bogotá. 
 
En ningún momento se estableció más allá de alegar que la 
responsabilidad se había cedido o trasladado a los padres de familia, 
que para los demandados Ezequiel Naranjo y Yohn Eduardo Pinzón 
Báez existiera una causa extraña que los liberará de responsabilidad, 
pues en las conductas que pudieron causar o generar el accidente 
concurrieron conductas omisivas de los dependientes el Colegio y de 
manera directa del señor Yohn Eduardo Pinzón Báez, que les impiden 
alegar un caso fortuito o fuerza mayor, o la culpa exclusiva de un tercero 
o de las víctimas.   
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Es por lo anterior, y con fundamento en las pruebas obrantes en el 
proceso, que no se puede pregonar que la posición de garantes, y por 
ende, la responsabilidad, estaba en cabeza de los padres de familia y 
no el colegio a través de sus dependientes, razones más que suficientes 
para revocar la sentencia no solo contra Ezequiel Naranjo Como 
propietario del establecimiento de comercio Colegio los Monjes sino en 
contra el director de grupo y demandado señor Yohn Eduardo Pinzón 
Báez, quien se obligó no solo como representante y/o director del curso, 
sino a título personal, y por ende, condenarlos al pago solidario de los 
perjuicios,  máxime cuando al contrario a lo que quisieron establecer 
algunos apoderados de la parte pasiva, existen pretensiones principales 
o subsidiarias que así lo permiten. 
 
 

2. FRENTE A LA ABSOLUCIÓN DE AUTOBUSES AGA DE 
COLOMBIA 

 
 
Como me permití alegarlo al iniciar mi intervención previo a la sentencia 
de primera instancia, es una creencia habitual que los accidentes de 
tránsito solo tienen como causa la responsabilidad civil derivada del 
ejercicio de actividades peligrosas, sin embargo en eventos como este 
pueden existir concausas en la generación del daño que conlleven a la 
generación de perjuicios, y de esta manera, se puede afirmar que en 
una accidente como el que nos ocupa existe responsabilidad derivada 
del ejercicio de actividades peligrosas contenida en el art. 2356 del C.C., 
desarrollado jurisprudencialmente en concurso con responsabilidad civil 
derivada del articulo 2341 en concordancia con el artículo 2347 ibidem. 
 
Es así como mis poderdantes me solicitan se eleve la demanda de 
manera solidaria en contra de la empresa que tuvo a su cargo la 
construcción de la carrocería el vehículo accidentado, en especial por 
haber fabricado en vidrio los porta maleteros, o lo que ellos denominan, 
las palomeras. 
 
De las pruebas obrantes en el proceso, como fotografías, testimoniales, 
interrogatorios, historias clínicas y dictámenes de Medicina legal, entre 
otras, se tiene por hecho que la empresa demandada fue quien fabricó 
la carrocería del autobús, e instalo sus ventanas y porta maleteros, 
ordenes de trabajo que se allegaron al proceso y que dieron origen al 
llamamiento en garantía de la empresa productora de los vidrios del 
automotor. 
 
El perito médico llevado al proceso por la misma demandada dejo ver 
que no se podía garantizar que los vidrios utilizados en los porta 
maleteros no causan lesiones en el cuerpo humano, máxime cuando 
ellos ganaran velocidad o soportaran carga o peso, que fue lo que 
ocurrió en el accidente. 
 
Los dictámenes de medicina legal y ciencias forenses de los 
demandantes dejan ver que en todos los casos la causa fue, entre otras, 
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por heridas corto contundentes, lo que aparejado con la historias 
clínicas dejan ver efectivamente la existencia de vidrios en la heridas, 
que la empresa demandada pretendió a atribuir a vidrios de botellas de 
licor, lo que fue desvirtuado con los interrogatorios a los demandantes 
y con algunos de los testigos que viajaban en el bus. 
 
También pretendió esta demandada atribuir la ruptura de los vidrios del 
porta maleteros al hecho que el propietario del vehículo los hubiera 
cambiado por vidrios crudos, sin embargo, del interrogatorio del 
propietario eso no se desprende. 
 
Se pretendió mediante un dictamen pericial establecer que los vidrios 
instalados en el vehículo soportaban grandes presiones y golpes sin 
romperse o que si se rompían, no producían daños en la humanidad de 
los viajeros, sin embargo, existe un laboratorio real, con los verdaderos 
vidrios que portaba el vehículo y con los ocupantes del automotor, que 
dejaron ver según las historias clínicas y dictámenes de medicina legal 
que efectivamente los ocupantes del vehículo y en especial los 
demandantes sufrieron heridas corto contundentes a causa de los 
vidrios que se rompieron y desprendieron del vehículo, y entonces, 
¿cómo darle más validez a un dictamen pericial contratado por la propia 
demandada, que se realiza muchos años después, donde no se 
utilizaron los vidrios reales del vehículo, cuando del propio hecho, con 
los vidrios reales, se deriva algo totalmente diferente? 
 
Es claro que existió una imprudencia al instalar los porta maleteros en 
vidrio por más procesados que estos sean, lo que conllevo a una 
concausa en el resultado que agravó los perjuicios generados del 
accidente, y por ende, se desprende una responsabilidad civil solidaria 
que debe generar la revocatoria de la sentencia en relación con esta 
demandada. 
 
De esta manera, dejo planteada la sustentación del recurso de 
apelación interpuesta en contra de la sentencia de primera instancia 
dentro del asunto de autos. 
 
Datos de notificación: Av. Jiménez # 8A – 77. Oficina 802 de la ciudad 
de Bogotá D.C., correo electrónico: jucaroce@hotmail.com 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
JUAN CARLOS ROJAS CERON 
C. C. No. 7.543.706 de Armenia, Quindío 
T. P. No. 95.214 del C. S. de la J. 
Correo electrónico: jucaroce@hotmail.com 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR RV: 1100131030-28-2019-00039-02 VERBAL –
PERTENENCIA / REIVINDICATORIO

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 24/08/2021 17:39
Para:  GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

MEMORIAL PARA REGISTRAR 

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Jose Antonio Or�z Mar�nez <jaomabogado@hotmail.com> 
Enviado: martes, 24 de agosto de 2021 4:53 p. m. 
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Lina Marcela Sanchez Valderrama <abogadalinamsanchez@gmail.com>; jycpensiones@hotmail.com
<jycpensiones@hotmail.com> 
Asunto: 1100131030-28-2019-00039-02 VERBAL – PERTENENCIA / REIVINDICATORIO
 
De conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura Acuerdo PCSJA20-11532 en
concordancia con el artículo 103, 109, 122 del C.G.P., radico en mensaje de datos el siguiente memorial:
  
 

24/08/2021 
 
Honorable Magistrado 
LUIS ROBERTO SUAREZ GONZALEZ 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C. – SALA CIVIL 
E mail: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.                                S.                    D. 
 
 
 
RADICADO:                         1100131030-28-2019-00039-02 
 
PROCESO:                          VERBAL – PERTENENCIA / REIVINDICATORIO 
 
DEMANDANTE:                  PABLO EMILIO GARCIA. 
 
DEMANDADOS:                 MARIA CLAUDIA MATALLANA ANGEL Y OTROS. 
 
 
ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION . 
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JOSE ANTONIO ORTIZ MARTINEZ, en mi calidad de apoderado judicial de MARIA CLAUDIA
y MARTHA HELENA MATALLANA ANGEL, teniendo en cuenta que en sentencia proferida por
el Juzgado 28 Civil del Circuito de Bogotá D.C. el 12 Abril 2021, encontrándome en tiempo y
oportunidad procesal procedo a sustentar el recurso de apelación interpuesto contra el numeral
4 y 5 del resuelve de la sentencia de primera instancia proferida en autos. 

El auto que concede el recurso es de fecha 13 Agosto 2021, notificado por Estado del 17
Agosto 2021, términos que de conformidad con lo dispuesto por el Decreto 806 de 2020,
corren desde el 18 Agosto 2021 al 24 Agosto 2021. 

El Aquo en el numeral 4 del resuelve de la sentencia recurrida,  condena a las señoras
MATALLANA ANGEL a pagar a PABLO EMILIO GARCIA, sumas de dinero por $19.394.000
correspondientes al pago de impuesto predial, la suma de $133.022.752 por mejoras
realizadas en el predio. 
 
El artículo 167 inciso primero del C.G.P., establece que: “Incumbe a las partes probar el
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. (…)”;
descendiendo al caso en estudio, tenemos que PABLO EMILIO GARCIA, en el hecho 9 del
libelo de la demanda, manifiesta que “autoriza realizar reparaciones locativas en el lote ubicado
en la calle 10 No. 19-52, (…)”, según el predial año 1989 la dirección del predio es carrera 19 A
#10-03, por lo tanto la dirección de la resolución 368/89 no es la del predio objeto de proceso,
tal como se manifestó en la contestación de la demanda. 

En el hecho 14 del libelo de la demanda manifiesta el demandante que, la limpieza del lote en
el año 1981 le costó aproximadamente $500.000,oo; hecho que tampoco fue probado en el
transcurso del proceso. No se recaudó prueba documental o testimonial que corroborara este
hecho. 

En el hecho 16 del libelo de la demanda manifiesta el demandante que, en el año 1987
contrató al maestro CARLOS VILLALOBOS por la suma de $6.000.000 en mano de obra y de
igual forma manifiesta que invirtió  en materiales la suma aproximada de $30.000.000 mcte.;
hecho que tampoco fue probado en el transcurso del proceso. No se recaudó prueba
documental o testimonial que corroborara este hecho. 

En el hecho 22.2 del libelo de la demanda, reitera el demandante  que las mejoras que le hizo
al predio, en el año 1987 son el contrató al maestro CARLOS VILLALOBOS por la suma de
$6.000.000 en mano de obra y la inversión  en materiales la suma aproximada de $30.000.000
mcte.; hecho que tampoco fue probado en el transcurso del proceso. No se recaudó prueba
documental o testimonial que corroborara este hecho.
 
Las mejoras hechas al predio, según lo que reza el contrato de arrendamiento a Gabriel
Augusto Ramírez Ramírez y Pedro Alfonso Castro Castiblanco, aportado con el dictamen
pericial del avalúo comercial del inmueble, lo establecieron en 9 millones de pesos,
equivalentes a tres cánones de arrendamiento mensual tal como lo dice el contrato.
   
El otro acápite de la demanda donde se habla y valorizan mejoras es en el título II
JURAMENTO ESTIMATORIO.
 
Allí se dice: “(…) por la suma de CIENTO TREINTA MILLONES DE PESOS MCTE
($130.000.000=) discriminados de la siguiente manera CUARENTA MILLONES DE PESOS
M/CTE  en pago de honorarios de obra y labor contratada al maestro de construcción, además
en pagos de impuestos prediales, en la construcción de mejoras, reparaciones locativas que
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fueron realizadas en el inmueble objeto del litigio, por la suma de NOVENTA MILLONES DE
PESOS M/CTE.” 
 
En el juramento estimatorio la mano de obra pasa de $6.000.000 (hechos 16 y 22.2) a
$40.000.000, teniendo una diferencia de $34.000.000 entre lo manifestado en los hechos de la
demanda y el juramento estimatorio. Vale la pena resaltar, que no existe prueba que sustente
los $6.000.000 y brilla aún más por su ausencia prueba que sustente los $40.000.000 del
juramento estimatorio. 

Ahora bien, en los $90.000.000 m/cte., del juramento estimatorio,  están  los impuestos
prediales que  la sentencia ordena pagarlos y los liquida en la suma de $19.394.000, a parte de
las mejoras; el otro componente de esta partida son la construcción de mejoras que haciendo
la operación aritmética queda en la suma de $70.606.000; sin embargo, esta cifra de dinero
está incrementada injustificadamente  frente a lo que marran los hechos 16 y 22.2 de la
demanda en $40.606.000.
 
Así las cosas, en materia económica lo único que está probado dentro del proceso, es el pago
de impuestos por la suma de $19.394.000.
 
En mejoras la diferencia entre lo narrado en los hechos y pedido en el juramento estimatorio
tiene una diferencia de $74.606.000 que resultan de 140.0000.000 menos 19.394.000 menos
36.000.000. 

Se reitera que no existe prueba en el plenario que le diera certeza al señor Juez  que el
demandante en pertenencia y demandado en reivindicación PABLO EMILIO GARCIA haya
realizado las mejoras que alega y que cuantifica en los hechos 16 y 22.2 de la demanda. 
 
La declaración juramentada de Gladys Hurtado de Matallana quien manifestó conocer estos
predios desde el año 1968, porque ella se casó con José Manuel Matallana propietario del
predio contiguo  al que fue objeto de este proceso, y tío de las demandadas MATALLANA
ANGEL, no fue tenido en cuenta ni se hizo referencia al mismo en la sentencia. Ella declaró
que para el año 1985 fecha en que dice PABLO EMILIO GARCIA construyó la bodega, ya
existía esa edificación y que fue construida por los Matallana, lo que desvirtúa el hecho
generador del reconocimiento de mejoras.
 
El señor Juez, hace una apreciación equivocada de los testimonios recaudados en el proceso,
porque ninguno de los declarantes estuvo presente para las fechas que supuestamente dice la
demanda en pertenencia que él construyo el predio, esto es, años 1985 y 1987. La cronología
planteada en los hechos de la demanda de pertenencia, con la fecha certificada de los testigos
referidos en la sentencia, no guarda congruencia entre lo manifestado y probado en autos. 
 
El A quo trae la cifra de $133.022.752 deprecadas como mejoras, de un dictamen pericial
rendido por Valentín Castellanos Rubio y aportado al proceso en forma extemporánea;  sin
embargo el Despacho corrió traslado del mismo y se objetó por error grave sin que fuera tenida
en cuenta la objeción. 
 
El dictamen pericial que reposa en el expediente a folios 381 a 437, sin dubitación alguna, se
puede afirmar que corresponde al avalúo comercial del inmueble objeto del proceso a la fecha
de su elaboración, esto es 16 Diciembre 2020; El avalúo comercial rendido establece en forma
independiente  el valor comercial del terreno que se estimo en $362.590.400, y el valor
comercial de las construcción allí levantada que se estimó en $133.022.752 para un avalúo
comercial del inmueble de $495.613.152. 
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El avalúo comercial corresponde al valor de venta y que en el  mercado se está dispuesto a
pagar para adquirir un bien, lleva implícita una plusvalía en la cifra. Nunca corresponde al costo
de los materiales que conforman o integran la construcción o sus mejoras. 

En el supuesto que se dijera que si se probaron las mejoras, equivoca el A quo al condenar a
pagar $103.022.752 más de lo que dice el demandado en reivindicación que invirtió en
mejoras; aclarando al Despacho, que esto no está probado en el expediente y no fue aceptado
como hecho cierto por mis poderdantes. 

El auto que ordenó el dictamen pericial dice: “(…) perito avaluador de bienes inmuebles con el
fin que identifique el que es objeto del proceso (…)”; es decir, no se le ordenó el avalúo de las
mejoras y por lo tanto no es de recibo que en la sentencia el A quo tome de allí el valor
comercial de la construcción y lo registre en la sentencia como el valor de la mejoras. En la
sentencia el A quo dice: “ (…) hay plena certeza sobre el bien que se esta reivindicando (…),
es decir, el dictamen decretado de oficio le permitió al juzgador de primera instancia tener la
certeza que se trata del bien objeto que se está reivindicando. 

El artículo 966 del C.C., establece que se entenderán por mejoras útiles las que hayan
aumentado el valor venal de la cosa. Dentro del proceso no aparece prueba que permita
determinar cuales son y el valor de las mismas. 

De igual forma, en la contestación de la demanda en reivindicación la parte demandada
PABLO EMILIO GARCIA, no pide que se le reconozcan mejoras a su favor. Por todo lo
anterior, no debe haber condena a las demandantes en reconvención. El A quo aquí excede
sus facultades al fallar extra petita en materia civil.
 
El A quo en el numeral 5 del resuelve de la sentencia recurrida, sin condena a restituir frutos
civiles por no haberse acreditado. Desconoce el Despacho que en el libelo de la demanda de
reconvención en reivindicación, se incorporó el acápite de JURAMENTO ESTIMATORIO, el
cual no fue controvertido por la pasiva en reivindicación. 
 
El monto pedido como condena se estimó en $2.500.000 por mes y se multiplico por los cinco
años que es el tiempo en posesión para la pretensión de prescripción ordinaria de dominio
pedida en la demanda principal por PABLO EMILIO GARCIA. 
 
Juramento estimatorio que no tuvo en cuenta el A quo en el momento de proferir sentencia y
que se solicita en esta instancia sea reconocido a favor de las demandantes en reivindicación
por una suma total de $150.000.000 que resulta de $2.500.000 por 72 meses. 

El A quo en la sentencia reconoce el funcionamiento de tres establecimientos de comercio en
el inmueble y sus respectivos contratos de arrendamiento. 

La cifra pedida como frutos civiles en el juramento estimatorio de la demanda reivindicatoria en
reconvención, es una pretensión y está ajustada a la realidad teniendo en cuenta que el
demandado está recibiendo por arriendos del predio objeto de este proceso, de tres
establecimientos de comercio por la suma de $3.700.000 mensuales. Así se desprende de los
contratos de arrendamiento (folios 419 a 425) que se anexaron al avalúo comercial que rindió
Valentín Castellanos Rubio, aportado por el demandante PABLO EMILIO GARCIA, y que fue
tenido en cuenta por el A quo para condenar en el monto de las mejoras. 
 
Del Honorable Magistrado 
 
JOSE ANTONIO ORTIZ MARTINEZ  
C.C.19.397.426 DE BOGOTA 
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T.P. 64.158 C.S.J. 
E mail: jaomabogado@hotmail.com 

c.c.abogadalinamsanchez@gmail.com 
c.c. jycpensiones@hotmail.com 

mailto:c.c.abogadalinamsanchez@gmail.com
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PARA TRASLADO - RECURSO DE QUEJA 038-2011-00191-02 DR MARCO ANTONIO
ALVAREZ

Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota
<rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 31/08/2021 16:54
Para:  Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Margarita
Parrado Velasquez <mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Diego Alejandro Guerrero Linares
<dguerrel@cendoj.ramajudicial.gov.co>

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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OFICIO No. 1076 

23 de agosto de 2021 

Señor: 

SECRETARIO SALA CIVIL  

Tribunal Superior de Bogotá   

E.S.D.   

 

RADICACIÓN DEL PROCESO 110013103038-2018-00191 -00 

 

TIPO DE PROCESO: VERBAL DECLARATIVO  

 

RECURSO: QUEJA  

 

CLASE DE PROVIDENCIA RECURRIDA: AUTO FECHA 13 DE MAYO DE 2021 

 

Ubicación: CUADERNO PRINCIPAL ARCHIVO DIGITAL ANEXO No. 54 

 

NÚMERO DE CUADERNOS REMITIDOS: SE REMITE EL EXPEDIENTE DE MANERA 

ELECTRÓNICA, CONSTANTE DE CUATRO (4) CARPETAS, CON UNO (1), TRES (3), 

TRES (3) Y SESENTA Y DOS (62) ARCHIVOS PDF.  

 

DEMANDANTE:   ALDO AUGUSTO RODRIGUEZ CASAS             

DEMANDADO:    RUTH JULIETA SIERRA RODRÍGUEZ Y OTROS  

                        

 

 

ENVÍO A USTED POR SEGUNDA VEZ, CONOCIENDO EN PRIMER 

OPORTUNIDAD EL DESPACHO DEL HONORABLE MAGISTRADO MARCO 

ANTONIO ALVAREZ GÓMEZ 

 

 

JAVIER CHAVARRO MARTÍNEZ  

Secretario 

OBSERVACIONES:   

ESPACIO RESERVADO PARA EL TRIBUNAL 

 

 RECIBIDO EN LA FECHA: _____________________________________________ 

                              

FIRMA Y SELLO RESPONSABLE:________________________________________ 

CNCB 

 



Dr. OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
HONORABLE MAGISTRADO  
TRIBUNAL SUPERIOR DE  BOGOTA D.C. SALA CIVIL  
SALA SEPTIMA DE DECISIÓN CIVIL 
E.S.D. 
 

 
Radicación:  11001310300120190057501 
Clase:   Ejecutivo Singular 
De:   ITAU CORPBANCA COLOMBIA S.A. 
Contra:  ALBA YENNNY ALFONSO Y OTROS  
Origen:  Juzgado 1 civil del circuito de Bogotá D.C. 
Correo electrónico: ccto01bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION. 

 

EDGAR NEPOMUCENO CORREDOR QUECAN, abogado en ejercicio identificado con c.c. 

número 79.274.058 de Bogotá y T.P. No. 51.054 del C.S. de la J., y con  correo electrónico: 

nepoabogado@hotmail.com, obrando en el presente escrito como nuevo apoderado 

judicial de los demandados dentro del proceso de la referencia, con todo respeto, a través 

de este escrito y estando dentro de la oportunidad legal, concurro a su Honorable Despacho 

con el fin de sustentar el Recurso de Apelación presentado contra la Sentencia de Primera 

Instancia de fecha  dos (2)  de marzo de dos mil veinte (2020), en los siguientes términos 

conforme a los traslados que trata el artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020,  Estado 

número 98  de fecha 11 de junio de 2021,  en los siguientes términos: 

 

Sea lo primero solicitarle respetuosamente al Honorable Magistrado, reconocerme 

personería jurídica en los términos del poder  anexo al proceso, presentado el día 4 

noviembre de 2020 ante el Juzgado de Conocimiento.  E igualmente que me ratifico en las 

alegaciones sustentadas en la Sentencia de Primera Instancia, cuando se solicitó el Recurso 

de Apelación. 

  

OBJETIVOS. 

 

1.- Que se revoque el fallo materia de apelación, por contener absolutas vías de hecho y por 

ser violatorio de los derechos fundamentales de los demandados, consagrados en los 

artículos 2, 13, 28, 29,58, 83, 228, 229 y 230 de la Constitución Política. 

 

2.- Como consecuencia de lo anterior, declare probadas las excepciones de mérito que 

fueron propuestas por la parte que represento y profiera fallo desestimatorio a las 

pretensiones de la demanda. 

 

3.-  Se condene en costas, agencias en derecho y perjuicios a la parte demandante a favor 

de los demandados. 

 

 

 

mailto:ccto01bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

SUSTENTACIÓN DE LA APELACIÓN. 

 

En forma certera y contundente, debo señalar que en la sentencia objeto del presente 

recurso de apelación, el ad quo desconoció por completo e inaplicó los siguientes conceptos 

legales y normas que regulan la materia a saber: 

 

“DEFINICION Y NOCIONES GENERALES. Debido a que no se encuentra una definición sobre 

este contrato, utilizando diferentes modelos estudiados para el desarrollo de este trabajo 

se incluye el siguiente concepto: el CONTRATO DE VINCULACION POR BENEFICIO DE AREA 

es un CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL de la modalidad INMOBILIARIA, por medio del 

cual el BENEFICIARIO DE AREA, se vincula a un FIDEICOMISO INMOBILIARIO con el 

propósito de que a la terminación del proyecto inmobiliario el FIDEICOMITENTE le haga 

entrega material de una unidad inmobiliaria cuyas características generales fueron 

determinadas desde la celebración del contrato y que la compañía FIDUCIARIA  

administradora del FIDEICOMISO le haga transferencia del derecho de dominio en este caso 

a mis representados mediante escritura pública. 

 

OBJETO DEL CONTRATO. De acuerdo con los diferentes modelos de contrato,  el objeto del 

contrato de vinculación por beneficio de área,  es establecer las condiciones con las que se 

vincula el beneficiario de área al fideicomiso constituido por el fideicomitente para llevar a 

cabo un proyecto inmobiliario. 

 

PARTES.  El contrato de fiducia inmobiliaria, de vinculación por beneficio de área está 

compuesto por tres (3) partes denominadas: COMPAÑÍA FIDUCIARIA, FIDEICOMITENTE y 

BENEFICIARIO DE AREA así: 

 

Compañía fiduciaria. Parte del contrato que contrae obligaciones de hacer y dar. En este 

caso concreto, la fiduciaria se obliga con el fideicomitente a cumplir con las obligaciones a 

su cargo descritas en el contrato principal de fideicomiso celebrado entre estos; para con el 

beneficiario de área. Contrae obligaciones de dar, entiéndase la obligación de transferir el 

dominio de la unidad inmobiliaria una vez este haya cumplido con todas las obligaciones 

convenidas en el contrato. 

 

Además es la parte que se encarga del recaudo de los aportes de los beneficiarios de area 

al fideicomiso. 

 

Fideicomitente.  Es la constructora o el promotor del proyecto inmobiliario, que realiza el 

contrato  en calidad de fideicomitente, está  cumple con obligaciones de hacer, entiéndase 

todas aquellas obligaciones que adquiriera como fideicomitente de la FIDUCIA 

INMOBILIARIA; puede ser el desarrollo del proyecto, entregando el aporte del dinero 

convenido en caso de ser necesario y haciendo entrega material definitiva del bien 

prometido al beneficiario de área. Cuya trasferencia del derecho real de dominio se 

encuentra a cargo de la compañía fiduciaria. 

 



Beneficiario de área. Persona natural o jurídica que se vincula al proyecto a través del 

aporte que hace al fideicomiso con el propósito que a la terminación del contrato se le haga 

entrega material del bien y se le transfiera el derecho real de dominio de la unidad 

inmobiliaria convenida.   

 

 

Promesa de compraventa    vs.  Vinculación como beneficiario de área. 

Dr. Carlos Gustavo Rodríguez Acuña- crodriguez@cmmlegal.co 

 

Miércoles, 28 de noviembre de 2018 

 

Existe en el sector inmobiliario un acerado debate en torno al parecido existente entre el 

distinguido CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA y el CONTRATO DE VINCULACION 

POR BENEFICIO DE AREA. 

Esta revisión tan somera como inevitablemente personal, tiene como horizonte despuntar 

algunos de los rasgos más sobresalientes de uno y otro, para ensayar una demarcación en 

torno a las características de estas dos figuras negociales. 

 

¿Qué es el contrato de promesa de compraventa? 

 

En términos generales, es un contrato preparatorio, celebrado entre dos sujetos 

denominados PROMITENTES, que envuelve una obligación de hacer, sujeta a un término o 

condición, consistente en perfeccionar el contrato de compraventa sobre un bien inmueble, 

nuevo o usado. 

 

¿Qué es el contrato de vinculación con beneficio de área? 

 

Pese a que no existe definición legal y la doctrina relacionada  escasea, este negocio se 

puede definir como una especie de contrato de fiducia mercantil, en virtud del cual un 

sujeto llamado beneficiario de área se vincula a un preexistentemente constituido 

fideicomiso inmobiliario, y cumple un plan de pagos con el único objetivo de que, a la 

finalización del proyecto  de construcción, la fiduciaria le transfiera la propiedad de la 

unidad inmobiliaria  a título de beneficio de área y el fideicomitente, gerente del proyecto, 

le haga la entrega material. 

 

¿Cuál es el punto en común de estas dos figuras Negociables? 

 

Salta a la vista que el objeto de ambos contratos, atiende a una finalidad idéntica, 

relacionada con la adquisición de forma derivativa de un bien inmueble. 

 

Esta semejanza respecto su objeto principal, comporta un punto de aproximación muy 

acentuado, que obliga a ahondar en lo tocante a las características que los desigualan. 

 

¿Cuáles son las diferencias? 

 

1.-  Principal Vs Accesorio: El contrato de promesa,  no requiere de la existencia de otro 

para subsistir por sí mismo. El de vinculación como beneficiario de área, supone la existencia 
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de un contrato precedente de fiducia, suscrito entre un fideicomitente, constructor, y una 

entidad fiduciaria, que administre y represente el patrimonio acéfalo constituido. 

 

2.-  Bilateral Vs Plurilateral: la promesa de venta es suscrita por dos (2) partes, promitentes, 

en tanto que el de vinculación como beneficiario de área comporta necesariamente la 

aquiescencia del fideicomitente, la fiduciaria (en vocería del comiso) y el beneficiario de 

área. 

 

3.-  Típico Vs Atípico:   Respecto al contrato preparatorio,  no existe discusión acerca de que 

es legalmente típico. Por el contrario, en lo que atiende al de vinculación,  esta característica 

queda en entredicho dado que de antaño, goza de tipicidad social, pero actualmente 

solamente la circular externa 029 de la Superintendencia Financiera, hace mención 

específica a él. 

 

4.-  De libre discusión Vs De adhesión: La promesa de compraventa, normalmente está 

sujeta a deliberación en relación al contenido de su clausulado. En cambio, producto de su 

función socioeconómica, el contrato de vinculación a área se celebra teniendo como 

soporte un contrato tipo. 

 

CONCLUSIÓN 

 

Pese a que estos dos tipos de contrato comparten un punto fundamental relacionado con 

la finalidad práctica perseguida, resultan absolutamente delimitables y distinguibles”. 

 

Tomando como base,  el concepto de Fiducia Mercantil del Código de Comercio en sus 

artículos 1226, 1234 y demás  que regulan la materia y la definición de negocios Fiduciarios 

de la reciente Circular Externa 029 de 2014 de la Superintendencia Financiera de Colombia, 

que  fija las reglas para este tipo de negocios,  exponiendo que es la Fiduciaria la que tiene 

el deber de realizar el análisis de riesgo  que involucra el proyecto, contar con los contratos 

fiduciarios adecuados para cada negocio y efectuar una correcta divulgación al público 

sobre el alcance y efectos de su participación, podemos concluir sin mayor esfuerzo mental 

que el Señor Juez A- Quo, de ninguna  manera tiene la razón, cuando concluye en la 

sentencia materia del presente Recurso de Apelación, que de acuerdo a la anotación 6 del 

folio de Matrícula Inmobiliaria distinguido con el número 370-935906 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de la ciudad de Cali, Valle del Cauca, constituye o 

evidencia la transferencia o el dominio pleno del citado inmueble en cabeza del BANCO 

ITAU CORPBANCA COLOMBIA S.A., porque sencillamente, dicho registro tan solo 

corresponde o se equipara a un contrato de promesa de compraventa. 

 

Porque, la transferencia del dominio del beneficio de área prometido,  se realiza a la 

terminación del Contrato de Fiducia, tal y como se evidencia en las definiciones y 

condiciones específicas y que se aplican a la vinculación del beneficiario de área al contrato 

de fiducia. 

 

Descendiendo entonces,  el caso que nos ocupa, podemos concluir sin mayor esfuerzo 

mental que la entidad demandante BANCO ITAU CORPBANCA S.A., no es el propietario del 



inmueble que entrego en LEASING FINANCIERO o ARRENDAMIENTO FINANCIERO, que 

tiene la siguiente definición. 

 

“en sentido amplio, el leasing es un contrato financiero mediante el cual una parte entrega       

a la otra un activo para su uso y goce, a cambio de un canon periódico, durante un plazo 

convenido, a cuyo vencimiento, el bien se restituye a su propietario o se transfiere al usuario, 

si este último decide ejercer una opción de adquisición que, generalmente, se pacta a su 

favor.” 

 

 Siendo ello así, debe concluirse entonces que, para la eficacia del Contrato de 

Arrendamiento Financiero o Leasing Financiero, se requiere como condición absoluta, 

concreta y certera que el arrendador, sea propietario del derecho pleno de dominio del 

inmueble que entrega en arrendamiento, porque esa condición la debe ostentar en ese tipo 

de contratos, porque, a la terminación del plazo o periodo convenido, cuando el 

arrendatario ejerce la opción de adquisición, la cual se pactó en el contrato génesis del 

pagare base de la presente demanda ejecutiva, debe ser transferido por parte del 

arrendador a favor del arrendatario, el dominio del inmueble arrendado.   

Situación que en el caso presente no ocurre, porque la entidad demandante, no tiene ni 

ostenta la condición de propietario del pleno derecho de dominio, como falsamente lo 

concluyo el Señor Juez de conocimiento en la sentencia materia de esta apelación, tal y 

como ha quedado demostrado con los conceptos y normas que regulan la materia y en la 

que antes nos ocupamos. 

 

Tampoco en este tipo de Contratos de Arrendamiento Financiero o Leasing Financiero, 

como el que es el origen de las obligaciones registradas en el pagare base de esta demanda, 

puede predicarse, como falsamente lo concluye el señor juez A-Quo, que en este tipo de 

contratos se puede dar en arrendamiento un bien inmueble donde el arrendatario no es el 

dueño, porque tal y como ocurre en el caso que nos ocupa se pactó la opción de compra a 

favor del arrendatario.   

 

Luego entonces las argumentaciones que registro el Juez de primera instancia en el fallo 

objeto de esta apelación, en el sentido de que no se requiere ser propietario del inmueble 

para la validez del contrato de leasing financiero o arrendamiento financiero, con opción de 

compra a favor del arrendatario, no es cierta, como tampoco legal. 

 

Siendo ello así y sin que el BANCO ITAU CORPBANCA S.A., hasta la fecha no sea el 

propietario del pleno derecho de dominio o propiedad del inmueble que entrego a los 

demandados en leasing financiero o arrendamiento financiero, donde se pactó la opción de 

compra por parte de los arrendatarios y aquí demandados, sobre el inmueble que 

entregaron en arrendamiento y que es el origen de las obligaciones registradas en el pagare 

base de esta demanda ejecutiva, por mandato expreso de los artículos 897, 898, 899 y 

demás normas concordantes y complementarias del Código de Comercio, en concordancia 

con los artículos 1740 y siguientes del Código Civil, prosperan en forma inexorable, 

inapelable e indiscutible las excepciones de mérito denominadas INEFICACIA Y NULIDAD 

del pagare base de la ejecución y del contrato que origina las obligaciones que se registraron 

en el pagare objeto y base de la presente demanda, porque la entidad demandante NO 

TIENE LA CONDICION NI LA CALIDAD DE PROPIETARIO DEL PLENO DERECHO DE DOMINIO 



O PROPIEDAD DEL INMUEBLE MATERIA DE ARRENDAMIENTO Y QUE ARRENDO CON 

OPCION DE COMPRA A LOS AQUÍ DEMANDADOS. 

 

Razones contundentes, perentorias  y determinantes para que la jurisprudencia de la Sala 

de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia esgrimida en el caso de 

comestibles la francesita contra Leasing Financiero del Valle, no aplique al caso que nos 

ocupa, porque en ese caso, Leasing Financiera del Valle, si  había adquirido la propiedad de 

la maquinaria en forma real y material, situación que no ocurre en el presente caso. 

 

Refiere también el Juez A-Quo, que no es al demandante BANCO ITAU CORPBANCA S.A., al 

que debe hacerse  la reclamación de los perjuicios que se ocasionan con el negocio original, 

génesis de las obligaciones registradas en los espacios en blanco del pagare aquí ejecutado, 

es totalmente absurdo, por las siguientes razones puntuales: 

 

1.-  por que dicho negocio jurídico está amparado por un contrato de seguros, donde los 

tomadores del seguro son los demandados y el  beneficiario de dicho seguro es la entidad 

demandante. 

 

2.-  porque, los aquí demandados requirieron al banco demandante, para que informara o 

denunciara el siniestro a la aseguradora, que consistía en que el local entregado en 

arrendamiento tenía grandes desperfectos para que pudiera  ser utilizado como local 

comercial y por esa razón elemental se le presentaron los dictámenes periciales a la 

demandante, donde se registraban los graves daños que tiene dicho inmueble. 

 

3.-  por que la representante legal, confeso por razón de los artículos 198 y 205 del código 

general del proceso, la existencia de esos cinco (5) requerimientos en el mismo sentido. 

 

4.-  porque siendo así y estando asegurado, con contrato de seguros el riesgo asegurado, 

esto es los daños y perjuicios que se presentaran en desarrollo del negocio original y génesis 

de las obligaciones aquí ejecutadas, en virtud de los anteriores requerimientos y evidencia 

de los graves daños de humedad del local entregado en arrendamiento, de notificar el 

siniestro y cobrar el riesgo asegurado.   

 

Situación que en ningún momento ocurrió y que por esa razón prosperan a no dudarlo las 

excepciones de ausencia de mora en el cumplimiento del contrato que origina las 

obligaciones aquí ejecutadas, tal cual lo dispone el artículo 1609 del código civil, al igual de 

las excepciones de abuso de derecho y enriquecimiento sin causas previstas en el artículo 

830 y 831 del código comercio, porque no es legal no correcto que se obligue a los 

demandados a tomar un contrato de seguros para amparar los daños y  riesgos del negocio 

jurídico, siendo beneficiario exclusivo el BANCO ITAU CORPBANCA S.A., demandante y que 

este en cambio de denunciar el siniestro y cobrar los riesgos asegurados, prefiera demandar 

y ejecutar a los demandados, cuando estos le notificaron el siniestro y los perjuicios 

ocasionados en desarrollo del contrato génesis de las obligaciones aquí ejecutadas. 

 

PRUEBAS: 

 



Para ratificar y comprobar todo lo anterior me permito solicitar tener como y practicar 

como tales las siguientes: 

 

Póliza de seguros de todo riesgo daños materiales: 

 

1.- Póliza de seguro número 04463602-0 del predio asegurado de fecha de expedición 29 

de marzo 2017, expedida por la empresa SURAMERICANA DE SEGUROS SURA, sin saldo 

pendiente es decir póliza pagada el 100% por mi representado y está a paz y salvo. 

 

2.-  Póliza de seguro renovada número 04463602-0 del predio asegurado de fecha 10 de 

expedición 10 de febrero  2018, expedida por la empresa SURAMERICANA DE SEGUROS 

SURA, sin saldo pendiente en decir póliza pagada el 100% por mi representado y está a paz 

y salvo.  

 

3.-  Póliza de seguros número 1-519-1000553 del predio asegurado de fecha 12 diciembre  

2018, expedida por la empresa SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., sin saldo pendiente es decir 

póliza pagada el 100%  por mi representado y está a paz y salvo. 

 

 

Graves daños del local  A1- 36  entregado en contrato de Leasing Financiero. 

 

4.-  Visita técnica número 1 de fecha 12 de noviembre 2018 realizada por la empresa AGUA 

S.A. INGENIEROS SANITARIOS, donde certifican la humedad del LOCAL A1-36 PRIMER PISO 

Ala A CENTRO COMERCIAL LA ESTACION  (27 folios). 

 

5.-  Visita técnica número 2 de fecha 4 de mayo 2019 realizada por la empresa AGUA S.A. 

INGENIEROS SANITARIOS, donde certifican la humedad del LOCAL A1-36 PRIMERO PISO Ala 

A CENTRO COMERCIAL LA ESTACION (11 folios). 

 

6.-  Visita técnica número 3 de fecha 15 de diciembre 2020 realizada por la empresa AGUAS 

S.A. INGENIEROS SANITARIOS- suscritas por el INGENIERO – GERENTE FERNANDO A. SILVA 

G., donde certifica la humedad del LOCAL A1- 36 PRIMER PISO Ala A CENTRO COMERCIAL 

LA ESTACION (13  folios).  

 

Recibos de pago: 

 

7.-Copias auténticas recibos de pago CUOTAS  a favor BANCO ITAU CORPBANCA 

COLOMBIA S.A. (14 folios). 

8.- Copias auténticas recibos de pago de ADMINISTRACION a favor de la ESTACION CENTRO 

COMERCIAL (10 folios). 

 

Evidencias y pruebas irrefutables Honorable Magistrado, para ratificar todo lo anterior y 

manifestar bajo la gravedad del juramento que mis representados desde el día que 

recibieron el inmueble ( local A1-36), en obra gris,  no ha permitido la ocupación del 

inmueble, no ha podido usufructuar el local, por las afectaciones de las filtraciones de agua 

y humedad que se generan por el funcionamiento de la fuente ornamental del ala A del 

Centro Comercial, las cuales imposibilitan la ocupación del local, toda vez que en ese estado 



de humedad, vicios ocultos, no se puede desarrollar la actividad comercial, no permite  

adecuarlo para la VENTA DE ROPA Y CALZADO,  inmueble que tenían que entregar el 

BANCO  ITAU CORPBANCA COLOMBIA S.A. entidad arrendadora, mediante Contrato de 

Leasing Inmobiliario número  125634  (cánones derivados del contrato número 127478), a 

mis representados en  perfectas condiciones.  

 

Hasta la fecha el BANCO ITAU CORPBANCA COLOMBIA S.A., como arrendador CONTRATO 

DE LEASING  FINANCIERO No. 127478- 125634, no han mediado el daño permanente de las  

dos fuentes de agua, fachada espejo de las torres A y B e igualmente los rociadoras de la 

parte superior de cada pared o espejo de agua, cual colinda con el LOCAL  A1-36, causando 

desde el primer día daños y perjuicios al local, ya que permanece con humedad. 

   

Circular básica jurídica  externa 029 de 2014 

 

Esta circular contribuye a las recomendaciones políticas de la organización para la 

cooperación y el desarrollo económico OECD, como también el ESTATUTO ORGANICO DEL 

SISTEMA FINANCIERO EN COLOMBIA (EOSF). 

 

Tomando como base la reciente circular externa 029 de 2014, de la Superintendencia 

Financiera de Colombia esta  fija reglas claras en los Contratos Financieros. El representante 

legal dentro de sus funciones esta en garantizar el efectivo cumplimiento de las políticas 

definidas por la junta directiva cumpliendo con el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 

velar por que se dé cumplimiento a los lineamientos  del código, cumplir con el 

pronunciamiento sobre los negocios fiduciarios, leasing financieros, para ello la 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA , exige un sistema de control interno al 

Banco como es nuestro caso concreto Honorable Magistrado, para realizar un gestión 

adecuada de los riesgos y dando cumplimento y oportunidad en la información generada 

por el cliente. 

 

En consecuencia, sin perjuicios de la responsabilidad atribuible a los administradores en la 

definición de políticas y en la ordenación del diseño de la estructura del SISTEMA CONTROL 

INTERNO, es pertinente resaltar el deber que le corresponde al BANCO ITAU CORPBANCA 

DE COLOMBIA S.A., quienes por medio de sus funcionarios y procesos operativos, deben 

procurar el cumplimiento de los objetivos trazadados y pactados. 

 

Lo anterior para descender un poco más la parte de RIESGOS, Le entidad en este caso el 

BANCO ITAU CORPBANCA DE COLOMBIA  S.A., está obligado a preservar la eficacia, 

eficiencia y efectividad de su gestión y capacidad operativa, así como salvaguardar los 

recursos que administre. 

Con el cual deben contar con un sistema de riesgos que permite la minimización de los 

costos y daños causados, para esto se toma el SEGURO. 

 

Las entidades financieras como es nuestro caso BANCO ITAU CORPBANCA DE COLOMBIA 

S.A. está sometida a la inspección y vigilancia y por lo tanto deben contar con sistemas que 

garanticen que la información dada a los clientes, cumpla con los criterios de seguridad y 

calidad para esto se obliga a mi representado a tomar un SEGURO  a favor del BANCO ITAU 



CORPBANCA DE COLOMBIA S.A., por causas ajenas es decir daños materiales del inmueble 

nuestro caso. 

 

El SEGURO, es el documento mínimo que debe sustentar cualquier operación financiera. 

Nuestro caso concreto FIDUCIARIA – LEASING FINANCIERO, con el fin de asegurar el capital 

del cliente y prestarle un buen servicio al consumidor financiero que está exponiendo su 

patrimonio en esta clase de negocios financieros. 

 

El literal d del artículo 2 de la Ley 1328 de 2009, ordena al BANCO ITAU CORPBANCA DE 

COLOMBIA S.A., en nuestro caso concreto, atención de quejas por parte de los clientes 

como son revisión del producto e implementar inmediatamente acciones con el SEGURO, 

así como también las demás definidas en la disposiciones relacionadas con la protección al 

consumidor en la Ley 1328 de 2009 y el Decreto 2555 de 2010.  

 

Lo anterior es para reflejar que la entidad ASEGURADORA, está en la obligación de ordenar 

su pago con sus reservas y estas demandar a las personas jurídicas o naturales más nunca 

demandar al tomador y quien ha pagado el seguro mi representado. 

 

Referente a la competencia y protección del consumidor financiero el ESTADO lo ampara 

mediante el articulo 333 Constitución Nacional, este consagra el derecho a la libre 

competencia como un derecho de todos que supone responsabilidades para los 

participantes, convierte al ESTADO, velar porque dentro de los objetivos de eficiencia de 

los mercados financieros se logre una adecuada protección de los consumidores y se 

garantice la libre contratación de bienes y servicios por parte de los Bancos. 

 

Lo que traduce Honorable Magistrado, que las actividades desarrolladas por las entidades 

financieras como es nuestro caso concreto BANCO ITAU CORPBANCA DE COLOMBIA S.A. 

entidad vigilada por la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA  DE COLOMBIA, incluyen el 

ofrecimiento y distribución de una diversidad de productos y servicios con alcance en 

distintos ámbitos dentro del sistema financiero. Es exigir al consumir tomar un SEGURO, 

sobre la operación FIDUCIACIA,   LEASING FINANCIERO, como es nuestro caso. 

 

Considero Honorables Magistrados, que el demandante BANCO ITAU CORPBANCA 

COLOMBIA S.A., está usando una posición dominante artículo 3 y 7 de la Ley 1328 de 2009, 

evitar perjuicios y daños a sus clientes como es nuestro caso, incurriendo en prácticas 

ilegales e inadecuadas cuando debe y debió fue recurrir al SEGURO y así bríndale un buen 

servicio a mis poderdantes que con mucha dificultad pagaron más de 18 cuotas, platas 

prestadas para cumplir con el Banco, en espera que arreglaran el local,  hasta la fecha no 

han podido disfrutar o usufructuar el inmueble por la humedad, con el debido respeto 

Honorable Magistrado donde está la buena fe comercial del Banco. 

 

 Al contrario usando una posición dominante  el demandante BANCO ITAU CORPBANCA 

COLOMBIA S.A. reporto ante las Centrales de Riesgo  a mis representados como Deudores   

Morosos como: DATA CREDITO, SINFÍN y ASOCIACION BANCARIA. Hágame el favor tanta 

injusticia. 

 



Nuestro caso concreto Honorable Magistrado el BANCO ITAU CORPBANCA DE COLOMBIA 

S.A., en el momento de aprobación del CONTRATO LEASING FINANCIERO, impuso a mis 

representados tomar y pagar una POLIZA DE SEGUROS, que ellos eligieron como costa en 

el contrato y de conformidad con el numeral 2 del artículo 100 del ESTATUTO ORGANICO 

DEL SISTEMA FINANCIERO - EOSF y en concordancia con el artículo 2.36.2.1.1 del Decreto 

2555 de 2010.  

 

Aunado a lo anterior las instituciones financieras además cuentas con seguridades 

adicionales constituidas por seguros denominados  REASEGURADOR, que respaldan toda 

clase de operaciones financieras como es nuestro caso CONTRATO  LEASING FINANCIERO. 

 

Lo anterior Honorable Magistrado para acreditar que el demandante BANCO ITAU 

CORPBANCA COLOMBIA S.A., debe concurrir es a la póliza de seguros y nunca demandar a 

mis representados.   

 

Con fundamento en estos claros y evidentes conceptos jurídicos, conclusiones y 

apreciaciones deben declararse probadas las excepciones de mérito aquí propuestas, 

revocar el fallo materia de la presente impugnación y en cambio desestimar las 

pretensiones de la demanda, condenando en costas, agencias en derecho y perjuicios, en 

ambas instancias a la parte demandante y a favor de la parte que represento. 

 

ANEXOS: 

Presentó  como anexo las pruebas reseñadas en el título de pruebas. 

 

Del Honorable Magistrado. 

Cordialmente, 

 
EDGAR NEPOMUCENO CORREDOR QUECAN 

C.C. No. 79.274.058 de Bogotá 

T.P. No. 51.054 del C.S. de la J. 

Correo: nepoabogado@hotmail.com 

 

 





























































































































































































































 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 



 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 



 

  

Doctora 
LIANA AIDA LIZARAZO VACA 
Magistrada Ponente   
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá- Sala Civil 
E. S.  D. 
 
Expediente: 11.001.31.99.003.2020.001117.01 
Proceso: Acción de Protección al Consumidor Financiero 
Demandante: MARIA YORLENE SANABRIA ROJAS 
Demandado: FONDO NACIONAL DEL AHORRO 
Referencia: Recurso de Apelación contra Sentencia. 
 

IVAN PALACIO BORJA, actuando en mi condición de apoderado judicial de la 
demandada FONDO NACIONAL DEL AHORRO, respetuosamente me dirijo a usted a fin 
sustentar el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia proferida dentro 
del proceso de la referencia por parte de la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales 
de la Superintendencia Financiera de Colombia, del 23 de julio de 2.021, la cual se hará a 
continuación. 
 
En la sentencia objeto del reproche la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de la 
Superintendencia Financiera de Colombia, da por demostrado sin estarlo que el FONDO 
NACIONAL DEL AHORRO es contractualmente responsable ante el supuesto 
incumplimiento del contrato de mutuo con hipoteca suscrito con el señor AIMAR 
GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.), declaración de la cual nos apartamos pues como 
aparece demostrado en el expediente y en las pruebas aportadas, el desembolso del 
crédito estaba sujeto a condición, y esta es la de la verificación por parte del acreedor de 
la información financiera la cual deberá realizarse antes del desembolso a efectos de 
confirmar que el deudor conserva su nivel de endeudamiento.   
 
A parte de esto tal y como se pronunció el despacho en la parte considerativa de la 
sentencia, el FONDO NACIONAL DEL AHORRO, durante el proceso del crédito 
hipotecario actuó bajo los principios de buena y respetando las condiciones inicialmente 
pactadas con el deudor, razón por la cual el desembolso solo se pudo realizar hasta el 25 
de febrero de 2019, pues solo hasta esa fecha el Gobierno Nacional autorizo los 
desembolsos del beneficio FRECH para los deudores de proyectos inmobiliarios tipo VIP 
o VIS. 
 
Que tal y como era de pleno conocimiento tanto del deudor hipotecario AIMAR 
GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.) como de su esposa la señora MARIA YORLENE 
SANABRIA ROJAS la cobertura de la póliza con la aseguradora empezaría una vez se 
hiciera el desembolso del crédito hipotecario, lo anterior debido a que al momento de la 
firma de la escritura pública No. 2.266 de fecha 24 de agosto de 2018, protocolizada ante 
la Notaria 4° del Circulo Notarial de Neiva, las condiciones del crédito allí aparecen 



 

  

registradas, al igual que el reglamento de crédito1. 
Debe igual precisarse que no obstante el despacho al momento de proferir la sentencia 
de instancia sitúa la demora en cabeza del acreedor hipotecario, pero no es menos cierto 
que el trámite de registro de la escritura pública contentiva del negocio de compraventa y 
mutuo con hipoteca, no es de resorte del acreedor hipotecario FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO, si no del comprador/deudor hipotecario el cual una vez realizados los tramites 
de registro debe enviarla al FONDO NACIONAL DEL AHORRO para lo concerniente a la 
verificación de la capacidad económica del deudor, es así y como  ya anteriormente se 
dijo el desembolso no está sujeto a fecha cierta, si no a la comprobación de la condicion 
crediticia del deudor. 
 
Ahora bien, el señor Delegado no tuvo en cuenta las pruebas aportadas dentro de las 
cuales se puede observar que, (i.) el 24 de agosto de 2018, la escritura pública contentiva 
de la compraventa y mutuo con hipoteca es firmada por parte del Comprador/Deudor señor 
AIMER GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.), (ii.) 12 de septiembre de 2018, es firmada la 
escritura en mención por parte del apoderado para tales fines del FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO, señor JHEISON GONZALEZ SALCEDO, quedando pendiente terminar el 
tramite a cargo de la Notaria Cuarta del Circulo notarial de Neiva, y el posterior trámite 
ante la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos, (iii.) El 20 de diciembre de 2018, la 
constructora (vendedor) remite al FONDO NACIONAL DEL AHORRO, la primera copia- 
que presta merito ejecutivo- de la escritura pública No. 2.266 de 24 de agosto de 2018 de 
la Notaria 4° del Circulo Notarial de Neiva, (iv.) en el término comprendido desde el 20 de 
diciembre de 2018 hasta finales de enero de 2019, las entidades financieras no 
desembolsaron créditos para vivienda VIS o VIP, a la espera de la reactivación del 
beneficio FRECH, debido que al no hacerlo traería consigo las modificaciones de las 
condiciones pactadas inicialmente en el contrato, como fue el caso que nos ocupa, (v.) el 
día 29 de enero de 2019, el abogado externo del FONDO NACIONAL DEL AHORRO, 
encargado del trámite de mutuo con hipoteca, envía la primera copia de la escritura pública 
No. 2.266 de 24 de agosto de 2018 de la Notaria 4° del Circulo Notarial de Neiva, (vi.) 
inicio del trámite de desembolso del crédito, que como se explicó anteriormente consiste 
en verificar que las condiciones crediticias del deudor se encuentran acordes a los 
requerimiento iniciales al crédito, (vii.) 12 de febrero de 2019 el FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO, se encuentra  a la espera de la carta del subsidio que es requerida a la 
Constructora. (viii.) 25 de febrero de 2019 desembolso del crédito. 
 
Tenemos pues de lo trascrito que: la cobertura de la póliza inicia a las 0:00 del día del 
desembolso y hasta la duración del crédito, es decir se tenía como fecha de inicio de la 
cobertura del interés asegurable vida del señor AIMER GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.) 
el 25 de febrero de 2019, nótese señor magistrado que el hecho del fallecimiento del 
deudor hipotecario acaeció el 15 de diciembre de 2018, es decir mucho antes de la fecha 
desembolso del crédito, y debe tenerse por parte de su señoría  que a la fecha del 
desembolso no se había informado a la acreedora FONDO NACIONAL DEL AHORRO el 
fallecimiento no obstante ya habían trascurrido días del mismo, es decir que muy diferente 

                                                           
1 Clausula 16 Escritura Publica 2.266 de agosto 24 de 2018, Notaria 4° del Circulo Notarial de Neiva, Folio 31 



 

  

a lo manifestado por el A QUO al momento del fallecimiento del señor AIMER GUTIERREZ 
FAJARDO (Q.E.P.D.), la escritura pública no se encontraba en poder o a la espera de  
tramites por parte del acreedor, por el contrario se hallaba en los tramites propios de la 
compraventa, que como se ha expresado en múltiples ocasiones en los cuales no 
interviene el FONDO NACIONAL DEL AHORRO.    
 
Vemos entonces que a contrario sensu de lo expresado por parte de la Delegatura para 
Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia, el 
incumplimiento contractual se debe situar en cabeza del tercero MARIA YORLENE 
SANABRIA ROJAS, pues esta tal y como aparece demostrado en la escritura pública 
contentiva del negocio de mutuo, conoció desde el principio las obligaciones mutuas de 
los contratante lo cual,  nos lleva a su vez a traer al estrado lo expresado por parte de la 
entidad a la cual represento tanto en su contestación de demanda como en los alegatos 
de instancia, es decir la inexistencia de la obligación del FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO, a reconocer a la parte demandante cualquier tipo de perjuicio sea la 
denominación que se le quiera dar, pues debido al error en el cual se le hizo incurrir al 
hacer el desembolso, pues su señoría con el actuar mal intencionado por parte de la 
conyugue del destinatario de la oferta crediticia, actuar que se ve reflejado en la falta de 
comunicación al FONDO NACIONAL DEL AHORRO del deceso del señor AIMER 
GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.), ocurrido el 25 de febrero de 2019, podemos entrar a 
mencionar que lo acaecido ahí fue un error en cuanto a la persona tal y como nos lo enseña 
el artículo 1512 del C.C.  
 

“(…) El error acerca de la persona con quien se tiene intención de contratar, 
no vicia el consentimiento, salvo que la consideración de esta persona 
sea la causa principal del contrato. 
(…)2. 

 
Por cuanto y como muchas veces se ha expresado, al momento del desembolso, el deceso 
del obligado dentro del contrato de mutuo ya había ocurrido, esto trajo como consecuencia 
que el FONDO NACIONAL DEL AHORRO al realizar el desembolso fue inducido en error 
en cuanto a la persona con la cual se había obligado en los actos preparatorios al contrato 
mutuo pactado pues fue él - AIMER GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.)- con quien se  
habían constatados todos los pasos y  procedimientos, para perfeccionar el contrato de 
mutuo, que se perfecciona tal y como sabemos con la entrega del dinero 
 

“”(…) No se perfecciona el contrato de mutuo sino por la tradición, y la 
tradición transfiere el dominio (…)”3    

 
Es por lo anteriormente señalado que no es de recibo la declaración del A QUO, al 
establecer un inexistente nexo causal entre el desembolso del crédito con el hecho 
inesperado del fallecimiento del deudor señor AIMAR GUTIERREZ FAJARDO (Q.E.P.D.), 

                                                           
2http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr046.html#1512 
3 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr069.html 



 

  

y situar en cabeza del FONDO NACIONAL DEL AHORRO un incumplimiento contractual. 
 
 
Respecto a la condena del numeral  QUINTO de la sentencia objeto de la alzada se tiene 
que ordenó  

“(…) la condonación de la totalidad del crédito hipotecario No. 7719288 
debiendo expedir paz y salvo de dicha obligación y (ii) ordena la devolución la 
totalidad de los dineros pagados al crédito hipotecario (…) por todo concepto, 
junto con su respectiva indexación, lo anterior a título de perjuicios (…)”    

 
Está a más de ser excesiva es totalmente contraria a lo probado y obrante en el 
expediente, pues debe tenerse en cuenta que el fallecimiento del deudor aparte de ser un 
hecho inesperado, y no ser ocasionado por la demandada FONDO NACIONAL DEL 
AHORRO, también y no menos cierto es que la circunstancia de que al momento del 
fallecimiento no se realizara el desembolso no obedeció al querer, por mora o desidia del 
acreedor hipotecario y distinto a lo expresado por la Delegatura para Funciones 
Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Así las cosas y ante la falta del supuesto nexo causal y por ser evidente que no existio 
incumplimiento contractual alguno por parte del FONDO NACIONAL DEL AHORRO, no 
sería procedente las condenas contenidas en los numerales QUINTO (5°), SEXTO (6°) y 
DECIMO TERCERO (13°), quedando entonces de aparejadas con esta la revocatoria de 
las numerales que desarrollan las citadas condenas.     
 
Por lo anteriormente expuesto le solicitamos respetuosamente a la Sala Civil del Honorable 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, revocar las declaraciones y condenas 
impuestas por la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia 
Financiera de Colombia, el pasado 23 de julio de 2.021.  

 

Con el acostumbrado respeto. 
 

 
 
 
IVAN EDUARDO PALACIO BORJA 

C.C No. 8.789.284 Soledad 

T.P. No. 178.573 C. S. de la Judicatura. 
ivanpalacioborja@hotmail.com 
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Honorables Magistrados  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL - SALA CIVIL 
MAGISTRADO SUSTANCIADOR: DR. MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
E.  S.  D. 
 
 
Proceso N.° 110013103005201300160 01 
Clase: VERBAL – NULIDAD 
Demandante: SONIA MARÍA VERSWYVEL DE PALACIOS y otra  
Demandados: CLAUDIA MARÍA LLERAS FRANCO y otros 
Asunto: Recurso de Reposición  
  
 
 
Respetuosamente se dirige al Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el 
abogado Danny Berggrun Lerner, identificado como aparece al pie de la firma, en su calidad 
de apoderado judicial (ya reconocido en autos) de la parte activa en el proceso de la 
referencia, e interpone RECURSO DE REPOSICIÓN contra el Auto adiado 25 de agosto de 2021, 
notificado por anotación en el estado del día 26 del mismo mes y año, por medio del cual el 
honorable Tribunal Superior “(…) declara DESIERTO” el alzamiento de mi patrocinada contra la 
Sentencia de la a-quo en el proceso de la referencia.  

 
PROCEDENCIA 

 
El recurso es procedente como quiera que, el Artículo 318 del Código General del Proceso 
dispone de manera expresa que “Salvo norma en contrario el recurso de reposición procede 
contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de 
súplica y contra los de la sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se 
reformen o se revoquen”.  
 
Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, este asunto tiene que ver con la impugnación 
interpuesta contra una providencia que declaró desierto un recurso, que no admite apelación, 
pues no se encuentra enlistado en los que trae el artículo 321 del Código General del Proceso 
ni en otra norma especial que así lo prevea, de manera que lo que procede es la reposición. 
 

ANTECEDENTES 
 
1.- En estado del 9 de diciembre de 2020 el Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá notificó la 
sentencia adiada 7 de diciembre de 2020 proferida por el mismo en desarrollo del proceso de 
la referencia, en la cual la a-quo denegó todas las pretensiones de la demanda. 
 
2- El 14 de diciembre de 2020 el suscrito presentó recurso de apelación contra la mencionada 
sentencia y en el mismo escrito EXPUSO EN DETALLE DE LAS RAZONES POR LAS CUALES SE 
DISENTÍA DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 
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3.- En estado del 5 de febrero de 2021 el Juzgado 47 Civil del Circuito notificó auto del 4 de 
febrero de 2021 en el cual decide “… conceder el recurso de apelación en efecto suspensivo 
para que conozca de aquel la Sala Civil del H. Tribunal de Bogotá, la alzada aquí otorgada es 
en contra de la sentencia de fecha 07 de diciembre de 2020. En consecuencia de lo anterior, 
por secretaría procédase de conformidad con los artículos 323 y ss., del Código General del 
Proceso.” 
 

 

Recurso de 

Apelación contra la Sentencia proferida en el proceso con 11001310300520130016000.msg
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4.- El 1 de junio de 2021 el Juzgado 47 Civil del Circuito remite el expediente, vía correo 
electrónico, al Tribunal, con el fin de que se surta la apelación.  
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5.- Ese mismo día el expediente llega al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.

 
 
6.- El 2 de junio de 2021 ingresa al despacho del Magistrado Sustanciador, Dr. Manuel Alfonso 
Zamudio Mora. 

 
 
7.- En auto del 4 de junio de 2021 el Tribunal Superior del Distrito Judicial “(…) dispone la 
devolución de este expediente al juzgado de origen para que se sirva componerlo en debida 
forma; esto es, para que complete íntegramente el cuaderno principal, así como para que 
revise que los archivos de las demás carpetas estén completos, luego de lo cual lo remitirá de 
nuevo a este Tribunal.” 
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8.- El 13 de julio de 2021 el expediente es remitido desde el Tribunal Superior al Juzgado de 
Origen. 
 

 
 
9.- El 13 de julio de 2021 el expediente llega al Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá.  
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10.- El 3 de agosto de 2021 el expediente ENTRA AL DESPACHO DE LA JUEZ 47 CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ . 
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11.- El 13 de agosto de 2021 el expediente SALE DEL DESPACHO DE LA JUEZ 47 CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ con AUTO DE OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE de la orden del Tribunal 
Superior de componer en debida forma el expediente, auto notificado en el estado de la 
misma fecha. 
 

 
 

 
 
El auto adiado 13 de agosto de 2021 del Juzgado 47 Civil del Circuito reza: 
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“Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal superior de Bogotá Sala Civil 
en providencia del 04 de junio de 2021, mediante la cual ordenó devolver el 
expediente para que sea verificado su contenido digital. 
Por secretaria dese cumplimiento a lo ordenado por superior y una vez completo el 
proceso digital, remítanse nuevamente las diligencias para que sea surtida la alzada.”    

 
12.- A la fecha el Juzgado 47 Civil del Circuito no ha remitido nuevamente el expediente al 
Tribunal Superior para que se surta la apelación, conforme lo ordenó la Juez en auto del 13 de 
agosto de 2021.  

 
 
13.- El día de hoy, haciéndole seguimiento a la evolución del proceso en el Juzgado de Origen 
con la herramienta tecnológica provista para el efecto por la Consejo Superior de la 
Judicatura, me percato accidentalmente del Auto del Tribunal que se impugna, pues en lugar 
de terminar con los dígitos “00” el número de radicado por error escribí “01”. 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
1.- VULNERACIÓN DE LA CONFIANZA LEGTÍTIMA  
 
No se entiende cómo si el expediente se encuentra en el Juzgado de Origen, hasta el punto 
que el 13 de agosto de 2021 la Juez 47 Civil del Circuito dispuso que por Secretaría se 
cumpliera lo ordenado por el Tribunal Superior (completar el expediente digital) y que una vez 
completo el proceso digital se remitiera nuevamente a éste, el 10 de agosto de 2021, es decir, 
tres (3) días antes de que la a-quo dispusiera esto, el Tribunal Superior hubiese podido admitir 
la apelación y correr traslado para sustentarla. 
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Se remarca, en Auto del 4 de junio de 2021 el Tribunal Superior había dispuesto la devolución 
de este expediente para que el Juzgado de Origen lo completara de cara a dar trámite a la 
apelación; sólo hasta el 13 de agosto de 2021 la Juez 47 Civil del Circuito dispuso que se diera 
cumplimiento a la orden del Tribunal; pero ahora resulta que tres (3) días antes de esto el 
Tribunal Superior ya había dado por cumplido y dado trámite al recurso.  
 
Obsérvese, una vez más, cómo el expediente ha estado en el a-quo, Juzgado 47 Civil del 
Circuito de Bogotá, entre el 13 de julio y la fecha; en particular, obsérvese cómo el expediente 
estuvo AL DESPACHO del Juzgado 47 Civil del Circuito entre el 3 de agosto y el 13 de agosto de 
2021, fecha esta última en la que el expediente SALE DEL DESPACHO con el auto de 
obedézcase y cúmplase con el completamiento del expediente para posterior remisión al 
Tribunal Superior. No es posible entonces, dentro del ordenamiento jurídico colombiano que, 
dentro de ese lapso, concretamente el 10 de agosto de 2021, el Tribunal hubiese admitido el 
recurso de apelación y corrido traslado para alegar. Ello, no solo porque como se ha iterado, el 
expediente estaba en el Juzgado de Origen, sino que también porque fue el mismo Tribunal 
Superior el que mediante auto del 4 de junio de 2021 dispuso la devolución del expediente al 
Juzgado de Origen para que éste se sirviera componerlo en debida forma y diferir el trámite 
de la apelación.  
 
Sabido es que, en tratándose de una sentencia como la del presente caso, que niega la 
totalidad de las pretensiones, la apelación se otorga en el efecto suspensivo (Artículo 323 del 
CGP, inc. 4). Ello, sumado al hecho de que en el presente casos NO hay medidas cautelares, 
conlleva que SOLO HAYA UN EXPEDIENTE (Artículo 323, num. 1 y 324 del CGP); EXPEDIENTE 
ÚNICO QUE POR OBVIAS RAZONES ESTÁ EN EL A-QUO O EN EL AD-QUEM, PERO NUNCA EN 
LAS DOS INSTANCIAS. 
 
Así las cosas, una vez el expediente es remitido al Juzgado de Origen por el Tribunal Superior 
el 13 de julio de 2021, para que conforme a la orden de éste se compusiera en debida forma 
antes de surtirse la alzada, debe entenderse que el expediente se encuentra en el Juzgado de 
Origen y lo procedente es que desde dicha fecha y hasta tanto el Juzgado de Origen no lo 
remita nuevamente al Tribunal las partes vigilen las actuaciones del Juzgado de Origen. Si solo 
hasta el 13 de agosto la Juez 47 Civil del Circuito le ordena mediante auto a su secretaría 
obedecer y cumplir con el ordenamiento del expediente dispuesto por el Tribunal, no resulta 
jurídicamente posible ni menos lógico que el 10 de agosto de 2021 el Tribunal Superior ya 
contara con el expediente, y que contrario a lo por él advertido en auto del 4 de junio de 2021 
diese trámite a la alzada. 
 
A la parte que represento le era dable esperar que hasta tanto la Secretaría del Juzgado 47 
Civil del Circuito no cumpliere con la orden de la Juez contenida en Auto del 13 de agosto de 
2021, de obedecer y cumplir con lo ordenado por el Tribunal Superior en Auto del 4 de junio 
de 2021, éste último no daría trámite a la alzada tal y como lo advirtió en el Auto del 4 de 
junio de 2021. 
 
Así las cosas, las decisiones del Tribunal Superior de los días 10 y del 25 de agosto de 2021, de 
las cuales apenas vengo a enterarme por accidente el día de hoy, cuando por error escribimos 
en el en el sistema de la rama los últimos dos dígitos de cuando el proceso se encontraba en el 
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Tribunal, (es decir 01) traicionan nuestra confianza legítima, pues estas decisiones no son 
compatibles con las actuaciones del Tribunal Superior del 4 de junio de 2021 y del Juzgado de 
Origen del 13 de agosto de 2021, además de que son jurídicamente imposibles como quiera 
que éste último no ha devuelto aún el expediente al Tribunal Superior. 
 
En lo atinente al principio de Confianza Legítima, la Corte Suprema de Justicia ha dicho: 
 
“(…) procura garantizar a las personas que ni el Estado ni los particulares, van a sorprenderlos 
con actuaciones que, analizadas aisladamente tengan un fundamento jurídico, pero que al 
compararlas, resulten contradictorias”, ya que el proceder inicial puede generar legítimas 
expectativas en los usuarios de la administración de justicia, que deben ser respetadas (…)" 
(auto de 4 de febrero de 2008, exp. 2002-00537-00)  
 
“En efecto, sin perjuicio de reafirmar que las normas procesales son de orden público y de 
interpretación estricta, existen casos excepcionales en las que la determinación de una 
autoridad judicial genera una expectativa legítima en el particular respecto del mantenimiento 
de una situación determinada o sobre la manera como una solicitud debe ser planteada ante 
los jueces, circunstancia ésta en la que la administración de justicia no puede con posterioridad 
adoptar decisiones contradictorias, desconociendo las expectativas que dicho particular, de 
buena fe, se haya formado. Por esa razón, se ha señalado, por ejemplo, que las consecuencias 
de un error judicial no pueden afectar negativamente a la parte procesal que lo padece al 
punto de socavar su derecho a la defensa o el acceso a la administración de justicia” 
(Sentencia de 18 de diciembre de 2012, exp. 00119-01) 
 
Corolario de lo anterior, el auto recurrido debe ser revocado y, en su lugar, esperar que el 
expediente vuelva completo del Juzgado de Origen, para admitir la alzada y correr el traslado 
de que trata el Artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
2.- TRÁMITE DEFECTUOSO IMPARTIDO EL TRIBUNAL SUPERIOR 
 
Por otra parte, la decisión adoptada por el Tribunal Superior es el resultado del trámite 
defectuoso que éste le ha impartido al recurso de apelación, conculcando con ello la garantía 
superior al debido proceso de mi representada. 
 
Y es que tal y como consta en el expediente, el 14 de diciembre de 2020 el suscrito ya había 
expuesto las inconformidades respecto de la Sentencia de la a-quo que le fue completamente 
desfavorable a mi patrocinada. 
 
Al respecto, si bien es cierto que hay varios pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia 
sobre el deber del recurrente de sustentar el recurso de apelación formulado frente a las 
sentencias judiciales ante el superior, conforme lo dispuesto en el artículo 322 del Código 
General del Proceso, “(…) en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral 
de la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los 
que está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija 
la sustentación de la impugnación, de lo contrario, si los reproches realizados apenas son 
enunciativos, desde luego, el juez deberá ordenar el agotamiento de esa formalidad, conforme 
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lo previsto en la normatividad señalada.” (Corte Suprema de Justicia, STC5498-2021) (Subraya 
y negrilla extratextual) 
 
Itero, y sin perjuicio de la validez de la denuncia que formulo en el numeral anterior, en el 
presente caso el suscrito instauró recurso de apelación contra la Sentencia adiada 7 de 
diciembre de 2020 proferida por Juzgado 47 Civil del Circuito en desarrollo del proceso de la 
referencia, y por escrito, expuso cada una de las inconformidades por las que estimo debe 
revocarse aquella decisión. En palabras de la Corte Suprema de Justicia “En esas condiciones, 
no puede desconocerse, entonces, que erró el Tribunal accionado al declarar la deserción de 
la alzada propuesta por la parte demandada, acá interesada, por ausencia de sustentación, 
dado que desde la interposición de dicho medio aquélla expuso con detalle las razones por 
las cuales disentía de la sentencia de primera instancia proferida dentro del asunto objeto de 
revisión constitucional; y como ese escrito se hallaba dentro del expediente, la Corporación 
criticada pudo tener por agotada la sustentación de la apelación, y de esta manera, dar 
prelación al derecho sustancial sobre las formas, por virtud del principio de economía 
procesal.” (Corte Suprema de Justicia, STC5498-2021) (Subraya y negrilla extratextual) 
 
En igual sentido en otra ocasión dijo que “[A]un de aceptarse que el mentado canon 14 [del 
Decreto Legislativo 806 de 2020] pudiera aplicarse al caso de marras, y por tanto, que debía 
aportarse un escrito en el que se sustentara la apelación, lo cierto es que una vez pronunciada 
la sentencia de primer grado, y concedida tal censura, la demandante, aquí interesada, 
procedió a sustentar por escrito tal réplica; entonces, al momento en que se admitió la 
alzada, ese memorial ya militaba en el expediente, motivo por el cual la Sala Civil Familia 
criticada pudo tener por cumplido el requisito que exigió en la primera de las providencias 
atacadas; no obstante, tampoco valoró esa especifica situación en aras de dar prevalencia al 
derecho sustancial sobe las formas, e incurriendo en un defecto procedimental por exceso de 
ritual manifiesto” (CSJ, STC9592-2020). 
 
Lamentablemente, además de los defectos procedimental y orgánico denunciados en el 
numeral anterior, estamos ante un excesivo rigorismo jurídico, pues en este caso el Tribunal 
Superior estaría concibiendo el procedimiento como un obstáculo para la eficacia del derecho 
sustancial, denegando así a mi representada el acceso a la justicia.  
 
“el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto 
cuando (i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva 
de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva 
pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la aplicación en exceso rigurosa del 
derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos 
fundamentales” (Corte Constitucional T-352/12, citada en CSJ STC-2680-2020). 
 
«[A]un de aceptarse que el mentado canon 14 [del Decreto Legislativo 806 de 2020] pudiera 
aplicarse al caso de marras, y por tanto, que debía aportarse un escrito en el que se sustentara 
la apelación, lo cierto es que una vez pronunciada la sentencia de primer grado, y concedida 
tal censura, la demandante, aquí interesada, procedió a sustentar por escrito tal réplica; 
entonces, al momento en que se admitió la alzada, ese memorial ya militaba en el expediente, 
motivo por el cual la Sala Civil Familia criticada pudo tener por cumplido el requisito que exigió 
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en la primera de las providencias atacadas; no obstante, tampoco valoró esa especifica 
situación en aras de dar prevalencia al derecho sustancial sobe las formas, e incurriendo en un 
defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto» (CSJ, STC9592-2020). 
 
Así las cosas, respetuosamente le solicito al Tribunal Superior considerar debidamente 
sustentado el recurso de apelación; esto solamente dado el caso que el Tribunal Superior 
considere que, no ha incurrido en defecto procedimental y orgánico y que el ordenamiento 
jurídico colombiano permite que, después de ordenar el Tribunal Superior la devolución del 
expediente al a-quo para su debida integración antes de dar trámite al recurso de apelación, 
el Tribunal decida darle trámite a la alzada, sin que la a-quo siquiera hubiese ordenado 
obedecer y cumplir y, por ende, mucho menos sin que el expediente hubiese vuelto al ad-
quem. 
 

PETICIÓN 
 
Respetuosamente solicito revocar el Auto adiado 25 de agosto de 2021, notificado por 
anotación en el estado del día 26 del mismo mes y año, por medio del cual el honorable 
Tribunal Superior “(…) declara DESIERTO” el alzamiento de mi patrocinado contra la sentencia 
de la a-quo en el proceso de la referencia. 
 
Respetuosamente,  
 
 
 
Danny Berggrun Lerner 
C.C. 80503924 
T.P. de A. 86.181 del CSJ 

DocuSign Envelope ID: 908A8696-8E01-423B-93EA-30E094D5ACC7



BOGOTA D.C 31-08-2021 
DOCTORA 
HONORABLE MAGISTRADA ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 
E.                S.                       D. 
 
 
REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO EL DE 

SUPLICA 
EXPEDIENTE: 11001310301420160057502 
DEMANDANTE: MARTHA JUDITH CASTILLO GONZALEZ 
 
 
CARLOS ANDRES DIAZ DIAZ, mayor de edad, residente y domiciliado en esta 
ciudad, e identificado conforme aparece al pie de mi firma, en mi condición de 
apoderado judicial de MARTHA JUDITH CASTILLO GONZALEZ en calidad de 
demandante, estando dentro de la oportunidad legal me permito interponer 
RECURSO DE REPOSICION y en SUBSIDIO SUPLICA en contra del auto 
proferido el día 26 de agosto de 2021 proferido por su despacho mediante el cual se 
declara desierto el RECURSO DE APELACION conforme a las siguientes 
consideraciones: 
 

SUSTENTACION 
 
PRIMERO.  “VULNERACION FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO” 
 
Es necesario mencionar la vulneración del “Debido proceso” por parte del despacho 
dentro del presente asunto ya que se incumple lo establecido en el  artículo 327 del 
código general del proceso que dice lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 327. TRÁMITE DE LA APELACIÓN DE SENTENCIAS. <Ver 
Notas del Editor> Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando 
se trate de apelación de sentencia, dentro del término de ejecutoria del auto que 
admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez las 
decretará únicamente en los siguientes casos: 
1. Cuando las partes las pidan de común acuerdo. 
2. Cuando decretadas en primera instancia, se dejaron de practicar sin culpa de la 
parte que las pidió. 



3. Cuando versen sobre hechos ocurridos después de transcurrida la oportunidad 
para pedir pruebas en primera instancia, pero solamente para demostrarlos o 
desvirtuarlos. 
4. Cuando se trate de documentos que no pudieron aducirse en la primera instancia 
por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la parte contraria. 
5. Si con ellas se persigue desvirtuar los documentos de que trata el ordinal anterior. 
Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a la audiencia de 
sustentación y fallo. Si decreta pruebas, estas se practicarán en la misma audiencia, 
y a continuación se oirán las alegaciones de las partes y se dictará sentencia de 
conformidad con la regla general prevista en este código. 
El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante 
el juez de primera instancia.” 
 
Debe tenerse en cuenta que dentro del presente asunto se admitió el recurso de 
apelación, se decretaron pruebas de oficio y al día de hoy no se convocó a la 
audiencia de sustentación de la apelación, dejando en vulnerabilidad a mis 
prohijados ya que casi por dos años se dio trámite al recurso de apelación y al día 
de hoy no se permite discutir las inconformidades del fallo de primera instancia. 
 
 
SEGUNDO. INDEBIDA APLICACIÓN NORMATIVA 
 
Debe tenerse en cuenta que el presente trámite debe realizarse de conformidad a lo 
establecido en el artículo 624 del código general del proceso que dice: 
 
ARTÍCULO 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará 
así: 
“Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios 
prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 
audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 
comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén 
surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 
decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr 
los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 
notificaciones. 



La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el 
momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley 
elimine dicha autoridad”. 
 
Conforme a lo anteriormente planteado debe tenerse en cuenta que se debió resolver 
el RECURSO DE APELACION, valorando de fondo los planteamientos hechos ante 
el juzgado 14 civil circuito de Bogotá, más aun cuando se tramitaron pruebas de 
oficio, se reconstruyeron pruebas dentro del trámite de primera instancia y por casi 
2 años se ha tenido a la espera de un fallo que resuelva la petición hecha dentro del 
presente proceso. 
 
 

PETICION ESPECIAL 
 
Se REVOQUE y deje sin efecto el auto proferido el día 26 de agosto de 2021 mediante 
el cual se decretó desierto el recurso de Apelación y en consecuencia se convoque a 
Audiencia de Sustentación y alegatos o profiera Sentencia de Segunda Instancia. 
 
Atentamente, 
 

 
CARLOS ANDRES DIAZ DIAZ 
C.C 80.818.916 DE BOGOTA D.C 
T.P 244.726 DEL C.S DE LA J. 
EMAIL: carlosabogado1234@gmail.com  
CELULAR: 3058994014 
APODERADO PARTE ACTORA 
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SEÑOR 
Magistrado Ponente: Doctor LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SALA CIVIL 
E. S. D. 
Correo electrónico: <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
 
REFERENCIA:  No. 11001310301620160038202 
PROCESO:              DECLARATIVO 
DEMANDANTE: FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. 

SUCURSAL COLOMBIA – EN LIQUIDACION 
DEMANDADOS: GLORIA TIRADO DE GÓMEZ y GLORIA DE GÓMEZ 

Y CIA S EN C.  
 
LUIS ANGEL MENDOZA SALAZAR, identificado con el número de cédula de 
ciudadanía 74.242.450 de Moniquirá y tarjeta profesional número 85.393 del 
C.S.J., actuando en calidad de apoderado judicial de la parte demandante 
FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL COLOMBIA – EN 
LIQUIDACION, en atención a lo dispuesto por auto del diecisiete de agosto de dos 
mil veintiuno, con todo respeto presento la sustentación del recurso de apelación 
contra la sentencia de primera instancia del 7 de mayo de 2021. En la oportunidad 
procesal previa, contra la sentencia impugnada se le formularon los siguientes 
reparos concretos que paso a desarrollar, así: 
 
1. Primer reparo 
 
La sentencia apelada no identificó correctamente como así correspondía 
hacerlo, el objeto sobre el cual versa el litigio puesto en conocimiento de la 
jurisdicción ordinaria civil. 
 
Tal como se puede apreciar en la demanda mediante la cual se promovió el 
proceso judicial cuya primera instancia terminó el 7 de mayo de 2021, sus hechos 
y sus pretensiones, no tiene como objetivo, pedirle al Juez que identifique 
¿Cuáles fueron los efectos del otrosí número 4º sobre la cláusula 16 del 
contrato inicial? 
 
Se refiere el Despacho de primera instancia al documento que contiene el OTRO 
SÍ No. 4, suscrito el 2 de enero de 2007, entre la sociedad GLORIA DE GÓMEZ 
Y CIA S.C.S., en calidad de arrendador y FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS 
S.A. SUCURSAL COLOMBIA, en calidad de arrendatario, OTRO SÍ este, 
relacionado con el "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL 
COMERCIAL", celebrado el 25 de marzo de 1998, entre la señora GLORIA 
TIRADO DE GÓMEZ y FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL 
COLOMBIA, para el inmueble ubicado en la Calle 93 A No. 11 27 de Bogotá, D.C., 
que se aportó con la demanda y es el fundamento de la acción judicial. 
 
Lo anterior porque la lectura e interpretación que hizo el Despacho de primera 
instancia, “del otrosí número 4º sobre la cláusula 16 del contrato inicial”, no 
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resulta ser suficiente para un pronunciamiento de fondo sobre el asunto litigioso, 
como consecuencia de que tal lectura e interpretación, se hizo a espaldas y sin 
consideración alguna al hecho que consistió en la celebración del contrato de 
compraventa (artículos 1849, 1857 del Código Civil) del inmueble objeto de 
arrendamiento identificado con matrícula inmobiliaria 50C-574414, ubicado en la 
Calle 93 A No. 11 27 de Bogotá, D.C., contrato de compraventa materializado 
entre la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, persona natural (artículo 74 del 
Código Civil) y la sociedad (artículo 633 del Código Civil, artículo 98 del Código de 
Comercio) GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S EN C, mediante la Escritura Pública 
número seis mil setecientos cincuenta (6750) otorgada en la Notaría Cincuenta y 
Cuatro (54) del Círculo de Bogotá, el día diecinueve (19) de diciembre de dos mil 
seis (2006), esto es, de un hecho el de la compraventa referida, ocurrido con 
anterioridad a la fecha de la celebración del OTRO SÍ No. 4, suscrito el 2 de enero 
de 2007. 
 
En ese sentido, el hecho de la compraventa del inmueble objeto de arrendamiento 
identificado con matrícula inmobiliaria 50C-574414, ubicado en la Calle 93 A No. 
11 27 de Bogotá, D.C., que como ya se ha dicho, ocurrió con anterioridad a la 
celebración OTRO SÍ No. 4, suscrito el 2 de enero de 2007, constituye 
precisamente el incumplimiento de la CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO 
PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE 
LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 1998, que la 
demandante FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL 
COLOMBIA, le imputó a la demandada señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ y a 
la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S EN C, incumplimiento de la 
CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, 
sobre el cual, está fundamentado el objeto del asunto litigioso.  
 
En consecuencia, el análisis a que estaba llamado el Despacho de primera 
instancia, no podía ignorar y dejar de lado, como así lo hizo, el hecho de la 
compraventa antes referida, a la luz de lo estipulado en la CLÁUSULA DECIMO 
SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, para la época del hecho de la venta, esto es, para el día diecinueve (19) de 
diciembre de dos mil seis (2006), porque fue en esta fecha, no en una fecha 
posterior, en la que la demandada señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, 
desencadenó los efectos contractuales estipulados en la CLÁUSULA DECIMO 
SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA aquí referida. En tales 
circunstancias, el OTRO SÍ No. 4, suscrito el 2 de enero de 2007, no podía 
recoger para un efecto u otro, acontecimientos desarrollados, en particular por la 
arrendadora, señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, con anterioridad al 2 de 
enero de 2007, precisamente porque el objeto de dicho OTRO SÍ No. 4, fue 
regular acontecimientos contractuales futuros y no pasados a la fecha de la 
celebración, el 2 de enero de 2007. Así mismo porque según el OTRO SÍ No. 4 
mencionado, “las estipulaciones no modificadas en el presente OTRO SI, 
permanecerán vigentes según lo establecido en el contrato principal”. 
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2. Segundo reparo 
 
La sentencia apelada desconoce el artículo 280 de Código General del 
Proceso, porque no contiene decisión expresa y clara sobre cada una de las 
pretensiones de la demanda. 
 
De conformidad con el artículo 280 de Código General del Proceso, uno de los 
requisitos de la sentencia es que, en la parte resolutiva, “(…) deberá contener 
decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones de la demanda 
(…)”. 
 
En el presente caso, la demanda está compuesta por siete pretensiones que, junto 
con los otros elementos de la misma, cumple con los requisitos consagrados en el 
artículo 82 del Código General del Proceso, para que el Despacho de primera 
instancia, se hubiera pronunciado sobre tales pretensiones. 
 
El asunto litigioso puesto en conocimiento del Juez tiene como fundamento, la 
existencia y validez de un contrato en los términos del artículo 1495 del Código 
Civil, de arrendamiento de inmueble para uso comercial, bajo las normas que 
regulan esta clase de convenios, establecidas en la legislación civil y comercial. 
Así mismo, se identificó concretamente la “CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - 
DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, de la cual la demandante le atribuyó o le imputó el incumplimiento a las 
demandas, materializado dicho incumplimiento en la celebración de un contrato de 
compraventa del inmueble objeto de arrendamiento, hecho que se demostró 
plenamente en la demanda. La compraventa referida fue celebrada entre la señora 
GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, persona natural (artículo 74 del Código Civil) y la 
sociedad (artículo 633 del Código Civil, artículo 98 del Código de Comercio) 
GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S EN C, mediante la Escritura Pública número seis 
mil setecientos cincuenta (6750) otorgada en la Notaría Cincuenta y Cuatro (54) 
del Círculo de Bogotá, el día diecinueve (19) de diciembre de dos mil seis (2006), 
debidamente inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria 50C-574414. 
 
De conformidad con el artículo 1613 del Código Civil, “la indemnización de 
perjuicios comprende el daño emergente y lucro cesante, ya provenga de no 
haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de 
haberse retardado el cumplimiento. 
 
Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al daño emergente”. 
 
Entonces, no existe duda alguna de que el asunto litigioso puesto en conocimiento 
del Despacho de primera instancia se trata de una responsabilidad de naturaleza 
contractual, con todos sus elementos que la configuran, de tal forma que su 
proceder como administrador de justicia se debió encaminar a revisar las 
pretensiones y las excepciones con el objetivo de definir cuáles de ellas salía 
victoriosa de la contienda procesal. Como el Juez de instancia, no obró como le 
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era su deber legal, la sentencia vulnera el artículo 280 de Código General del 
Proceso. 
 
3. Tercer reparo 
 
La sentencia apelada desconoce el artículo 164 de Código General del 
Proceso, porque no está fundada en las pruebas legalmente aportadas por la 
demandante al proceso, las cuales fueron totalmente ignoradas en el fallo 
apelado. 
 
Según el artículo 164 del Código General del Proceso, “toda decisión judicial 
debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. 
Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de pleno 
Derecho”. 
 
Con la demanda, la demandante aportó los medios de prueba documental, para 
acreditar los hechos en que se fundamentan las pretensiones, razón por lo cual, la 
decisión judicial de primera instancia debió fundarse en tales medios de prueba, 
pero no como así sucedió, porque se tuvo en cuenta únicamente el OTRO SÍ No. 
4, suscrito el 2 de enero de 2007, entre la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA 
S.C.S., en calidad de arrendador y FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. 
SUCURSAL COLOMBIA, en calidad de arrendatario, relacionado con el inmueble 
ubicado en la Calle 93 A No. 11 27 de Bogotá, D.C., en el que como ya se ha 
dicho, no está dada la solución de fondo al asunto litigioso. 
 
En consecuencia, la sentencia impugnada no tuvo en cuenta ninguno de los 
documentos allegados con la demanda, no tuvo en cuenta los interrogatorios de 
parte a los extremos procesales, no tuvo en cuenta la prueba traslada, como 
tampoco tuvo en cuenta el juramento estimatorio presentado por la demandante 
en los términos del artículo 206 del Código General del Proceso. 
 
4. Cuarto reparo 
 
La sentencia apelada, confunde la figura jurídica de “cesión de un crédito” 
regulada en el artículo 1959 del Código Civil, o “cesión de contrato” regulada 
en el artículo 887 del Código de Comercio, con la figura jurídica de la 
notificación de la cesión, regulada en el artículo 1960 del Código Civil y en el 
artículo 892 del Código de Comercio; en esa orientación se confunden los 
sujetos “contratante cedente”, “contratante cesionario” y “contratante 
cedido”, vulnerando en consecuencia las normas que regulan la cesión de 
crédito o cesión de contrato. 
 
La sentencia apelada afirma lo siguiente: “Así las cosas, se evidencia que en el 
otrosí 4º se operó la cesión del contrato de arrendamiento, de modo que la 
calidad de arrendadora pasó de la persona natural a la persona jurídica, es decir, 
GLORIA TIRADO fue cedente, que transfirió su posición contractual de 
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arrendadora a la persona jurídica GLORIA DE GOMEZ Y CIA SCS, situación que 
la convierte en cesionaria y finalmente FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. 
SUCURSAL COLOMBIA, fue el extremo cedido de la relación contractual, en 
calidad de arrendataria”. 
 
Según lo anterior, la sentencia apelada le atribuye o le otorga al OTRO SÍ No. 4, 
suscrito el 2 de enero de 2007, un objeto y un contenido contractual que no tiene, 
porque la cesión del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL 
COMERCIAL", celebrado el 25 de marzo de 1998, no operó, no se produjo o no 
se llevó a cabo, como consecuencia del OTRO SÍ No. 4, referido, por varias 
razones: 
 
La primera, porque del contenido literal del OTRO SÍ No. 4, no se puede deducir, o 
evidenciar como así lo hace la sentencia apelada que, “se operó la cesión del 
contrato de arrendamiento”. Lo que se lee en dicho OTRO SÍ No. 4 es que las 
partes intervinientes: “Acordaron modificar el contrato de arriendo del local 
comercial suscrito en Bogotá el día 25 del mes de marzo de 1998, en lo relativo 
al cambio en el pago del arriendo por venta del inmueble, de la señora 
GLORIA TIRADO DE GÓMEZ a la compañía GLORIA DE GOMEZ Y CIA 
S.C.S.”. 
 
La segunda, porque de conformidad con el artículo 1959 del Código Civil y con el 
artículo 887 del Código de Comercio, en la cesión de un crédito o en la cesión de 
un contrato mercantil, los sujetos legitimados legal y contractualmente, para 
intervenir y celebrar la cesión, son únicamente el contratante cedente y el 
contratante cesionario. El contratante cedido o el deudor, no está llamado a 
intervenir en dicha cesión. 
 
Para el caso concreto, el contrato que fue objeto de cesión fue el "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, en el cual, ni por la ley como tampoco por estipulación de las mismas 
partes, no fue prohibida o limitada dicha cesión. En otros términos, la parte 
arrendadora la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, estaba facultada tanto por 
la ley como por el contrato de arrendamiento mismo, para proceder con la cesión 
cuando así lo decidiera hacer, sin consideración alguna y sin la necesidad de 
pedirle permiso o autorización a la parte arrendataria FRANQUICIAS 
LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL COLOMBIA. 
 
La tercera, porque el negocio jurídico en el que, utilizando la misma terminología 
de la sentencia apelada, sí se puede “evidenciar” que “se operó la cesión del 
contrato de arrendamiento”, es en el documento que contiene el “CONTRATO 
DE CESIÓN DE POSICIÓN CONTRACTUAL DEL CONTRATO DE ARRIENDO 
DE LOCAL COMERCIAL”, relacionado con el inmueble ubicado en la Calle 93 A 
No. 11 27 de Bogotá, D.C., suscrito el 20 de diciembre de 2006, entre la sociedad 
GLORIA DE GOMEZ Y CIA S.C.S., en calidad de cesionario y la señora GLORIA 
TIRADO DE GOMEZ, en calidad de cedente. El documento aquí mencionado, no 
fue visto, ni tenido en cuenta por el Despacho de primera instancia y por esa 
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razón, terminó evidenciando en el OTRO SÍ No. 4, suscrito el 2 de enero de 2007, 
una “cesión del contrato de arrendamiento” que en el OTRO SÍ No. 4, no fue 
objeto de estipulación. 
 
En consecuencia, la cesión del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL 
COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 1998, no se produjo, no se llevó 
a cabo o no "operó" como así lo afirma la sentencia apelada, con el OTRO SÍ No. 
4, suscrito el 2 de enero de 2007, porque dicha cesión fue llevada a cabo 
mediante “CONTRATO DE CESIÓN DE POSICIÓN CONTRACTUAL DEL 
CONTRATO DE ARRIENDO DE LOCAL COMERCIAL”, suscrito el 20 de 
diciembre de 2006, entre la sociedad GLORIA DE GOMEZ Y CIA S.C.S., en 
calidad de cesionario y la señora GLORIA TIRADO DE GOMEZ, en calidad de 
cedente. 
 
No sobra decir que, en cualquier caso, la cesión del "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, materializada mediante el “CONTRATO DE CESIÓN DE POSICIÓN 
CONTRACTUAL DEL CONTRATO DE ARRIENDO DE LOCAL COMERCIAL”, 
suscrito el 20 de diciembre de 2006, entre la sociedad GLORIA DE GOMEZ Y 
CIA S.C.S., en calidad de cesionario y la señora GLORIA TIRADO DE GOMEZ, 
en calidad de cedente, no podía afectar los derechos estipulados en el contrato de 
arrendamiento cedido, a favor de la arrendataria FRANQUICIAS 
LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL COLOMBIA. 
 
También es importante decir para los efectos de la solución del asunto litigioso 
que, la cesión del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL 
COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 1998, materializada mediante el 
“CONTRATO DE CESIÓN DE POSICIÓN CONTRACTUAL DEL CONTRATO DE 
ARRIENDO DE LOCAL COMERCIAL”, suscrito el 20 de diciembre de 2006, 
entre la sociedad GLORIA DE GOMEZ Y CIA S.C.S., en calidad de cesionario y la 
señora GLORIA TIRADO DE GOMEZ, en calidad de cedente, se llevó a cabo en 
una fecha posterior al hecho constitutivo del incumplimiento de la obligación 
estipulada en la CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE 
COMPRA, esto es, fue posterior al contrato de compraventa materializado entre la 
señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ y la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S 
EN C, mediante la Escritura Pública número seis mil setecientos cincuenta (6750) 
otorgada en la Notaría Cincuenta y Cuatro (54) del Círculo de Bogotá, el día 
diecinueve (19) de diciembre de dos mil seis (2006). En otros términos, para la 
fecha de la cesión del contrato de arrendamiento 20 de diciembre de 2006, la 
CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, ya 
había sido incumplida por las demandadas, de tal manera que dicha cesión, no 
produce ningún efecto frente a los derechos de la arrendataria FRANQUICIAS 
LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL COLOMBIA, porque en dicha cesión la 
arrendataria, no hizo parte y no intervino, para ningún efecto legal o contractual.  
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5. Quinto reparo 
 
La sentencia apelada desconoce lo consagrado en el artículo 862 del Código 
de Comercio, porque no lo aplicó para resolver el asunto litigioso, originado 
por el incumplimiento atribuible a la demandada de lo estipulado en la 
CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del 
"CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el 
día 25 de marzo de 1998. 
 
Según el artículo 862 del Código de Comercio, “el pacto de preferencia, o sea 
aquel por el cual una de las partes se obliga a preferir a la otra para la conclusión 
de un contrato posterior, sobre determinadas cosas, por un precio fijo o por el que 
ofrezca un tercero, en determinadas condiciones o en las mismas que dicho 
tercero proponga, será obligatorio. El pacto de preferencia no podrá estipularse 
por un término superior a un año. 
  
Si la preferencia se concede en favor de quien esté ejecutando a virtud de 
contrato una explotación económica determinada, el anterior plazo se 
contará a partir de la expiración del término del contrato en ejecución. 
  
Todo plazo superior a un año quedará reducido, de derecho, al máximo legal”. 
 
De conformidad con la norma antes citada, no existe la menor duda de que el 
pacto de preferencia que, será obligatorio, estipulado en la CLÁUSULA DECIMO 
SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, fijó una obligación a cargo de la arrendadora la señora GLORIA TIRADO 
DE GÓMEZ y a favor de la arrendataria la FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS 
S.A. SUCURSAL COLOMBIA, cuyas particularidades están vertidas en dicha 
cláusula, así: 
 
"(…) 
Las partes aquí citadas adquieren los derechos y contraen las obligaciones que el 
presente contrato y el Código de Comercio les imponen, de acuerdo con las 
siguientes estipulaciones: 
 
(…) 
 
CLAUSULA DECIMO SEXTA.- DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA: Por 
el presente contrato, LA ARRENDADORA confiere a LA ARRENDATARIA una 
opción de compra por virtud de la cual, en el evento en que la ARRENDADORA 
desee enajenar el inmueble, lo ofrecerá en primer orden a la ARRENDATARIA y 
preferirá a esta en el evento de una venta en iguales condiciones a las ofrecidas 
por terceros. El plazo acordado para que LA ARRENDATARIA pueda ejercitar su 
derecho preferencial será de cuarenta y cinco (45) días calendario contados a 
partir de la fecha de la comunicación escrita que para el efecto envíe por correo 
certificado LA ARRENDADORA a la dirección que LA ARRENDATARIA tiene 
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registrada en este documento. Transcurridos los referidos cuarenta y cinco (45) 
calendario sin que LA ARRENDATARIA se hubiere pronunciado sobre el rechazo 
o aceptación a la precitada oferta o habiéndose pronunciado negativamente sobre 
el particular dentro de dicho lapso, LA ARRENDADORA quedará en libertad de 
poder venderlo a cualquier tercero en las mismas condiciones originalmente 
ofrecidas a LA ARRENDATARIA o imponiendo condiciones más gravosas. 
PARÁGRAFO PRIMERO.- En caso que la arrendadora establezca unas nuevas 
condiciones de venta más favorables para un potencial comprador deberá 
conceder a LA ARRENDATARIA nuevamente el derecho de preferencia de 
compra a que se refiere esta cláusula. El plazo del cual dispone LA 
ARRENDATARIA para aceptar o rechazar esta nueva oferta será de quince (15) 
días calendario contados a partir de la fecha de la comunicación escrita que para 
tal fin le envíe por correo certificado LA ARRENDADORA a la dirección referida 
anteriormente. PARÁGRAFO SEGUNDO.- Si vencidos los quince (15) días de que 
trata el parágrafo primero anterior, LA ARRENDATARIA no se hubiere 
pronunciado sobre el rechazo o aceptación a la aludida oferta o habiéndose 
pronunciado negativamente durante tal periodo, LA ARRENDADORA quedará en 
libertad de poder vender el inmueble objeto de este contrato a cualquier tercero y 
en las condiciones que a bien tuviere, quedando extinguido así y de manera 
definitiva el precitado derecho preferencia. 
 
(…)”. 
 
Nacida una obligación, bajo una de las fuentes consagradas en el artículo 1494 
del Código Civil, esto es por el “concurso real de las voluntades de dos o más 
personas, como en los contratos o convenciones”, era un deber del Despacho 
de primera instancia, bajo los principios de la prevalencia del derecho sustancial, 
de conformidad con lo consagrado en el artículo 12, en el numeral 6 del artículo 
42, en el artículo 281 del Código General del Proceso, entrar a indagar por los 
efectos y los aspectos de la obligación referida, como son, la exigibilidad y si fue 
cumplida o no cumplida por la parte obligada. 
 
El pacto de preferencia estipulado en la CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - 
DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 
1998, se trata de una obligación condicional, de conformidad con el artículo 1530 
del Código Civil, esto es “que depende de una condición, esto es, de un 
acontecimiento futuro, que puede suceder o no”. Adicionalmente, se trata de 
una condición positiva, de conformidad con los artículos 1531 y 1532 del Código 
Civil. Según la cláusula aquí referida, la condición tendría ocurrencia, “en el 
evento en que la ARRENDADORA desee enajenar el inmueble”. 
 
En el presente caso, la demandante demostró que la arrendadora la señora 
GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, además de desear enajenar el inmueble, decidió 
venderlo, como en efecto así lo hizo, mediante la Escritura Pública número seis mil 
setecientos cincuenta (6750) otorgada en la Notaría Cincuenta y Cuatro (54) del 
Círculo de Bogotá, el día diecinueve (19) de diciembre de dos mil seis (2006). Sin 
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embargo, la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, no cumplió con “el pacto de 
preferencia” estipulado en la CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO 
PREFERENCIAL DE COMPRA, del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE 
LOCAL COMERCIAL", celebrado el día 25 de marzo de 1998. En consecuencia, 
a pesar de que, en el presente asunto litigioso, están dadas todas las 
circunstancias y las condiciones para que el Despacho de primera instancia, diera 
aplicación al artículo 862 del Código de Comercio, no lo hizo. 
 
En la sentencia apelada la referencia que se hace al artículo 862 del Código de 
Comercio, es para señalar que, por el hecho de la cesión del contrato de 
arrendamiento, encontrada según dicha sentencia en el OTRO SÍ No. 4., “las 
obligaciones contenidas en el contrato principal, incluida la cláusula 16, toda vez 
que esta persona jurídica arrendadora, tenía la doble calidad de propietaria y 
arrendadora, de modo que se mantenía incólume el pacto de preferencia, ya que 
si la nueva arrendadora, refiriéndome a la compañía GLORIA DE GOMEZ Y CIA 
S.C.S., optara por vender, se obligaba a ofrecer a la arrendataria, hoy demandante 
en los términos y efectos del contrato cedido”. 
 
Sin embargo, el Despacho de primera instancia, pasó por alto el hecho que, la 
CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del 
"CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", para le fecha 
del “CONTRATO DE CESIÓN DE POSICIÓN CONTRACTUAL DEL CONTRATO 
DE ARRIENDO DE LOCAL COMERCIAL”, suscrito el 20 de diciembre de 2006, 
entre la sociedad GLORIA DE GOMEZ Y CIA S.C.S., en calidad de cesionario y la 
señora GLORIA TIRADO DE GOMEZ, en calidad de cedente, como también para 
la fecha del OTRO SÍ No. 4, celebrado el 2 de enero de 2007, ya había sido 
incumplida por las demandadas, es decir que, “el pacto de preferencia”, que es 
obligatorio, ya se había incumplido. 
 
6. Sexto reparo 
 
La sentencia apelada desconoce el hecho constitutivo del incumplimiento 
atribuible a la demanda, del “pacto de preferencia” estipulado en la 
CLÁUSULA DECIMO SEXTA. - DERECHO PREFERENCIAL DE COMPRA, del 
"CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", esto es, la 
venta del inmueble. 
 
La demandante demostró que la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, 
arrendadora, le vendió a la sociedad GLORIA DE GOMEZ Y CIA S.C.S., el 
inmueble objeto de arrendamiento identificado con matrícula inmobiliaria 50C-
574414, ubicado en la Calle 93 A No. 11 27 de Bogotá, D.C., mediante la Escritura 
Pública número seis mil setecientos cincuenta (6750) otorgada en la Notaría 
Cincuenta y Cuatro (54) del Círculo de Bogotá, el día diecinueve (19) de diciembre 
de dos mil seis (2006), venta que está registrada en la anotación No. 8 del folio de 
matrícula inmobiliaria ya mencionado. Dichos documentos fueron aportados como 
prueba con la demanda, frente a los cuales la demandada, no presentó objeción 
alguna o tacha de falsedad. 
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En la demanda está demostrada la EXISTENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE LA 
SEÑORA GLORIA TIRADO DE GÓMEZ Y LA SOCIEDAD GLORIA 
DE GÓMEZ Y CIA S EN C. 
  
Según el artículo 2344 del Código Civil “Si de un delito o culpa ha sido cometido 
por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de 
todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los 
artículos 2350 y 2355.   
  
Todo fraude o dolo cometido por dos o más personas produce la acción solidaria 
del precedente inciso”.  
  
En el presente caso, la culpa que está detrás del incumplimiento de la obligación 
pactada en la “CLAUSULA DECIMO SEXTA.- DERECHO PREFERENCIAL DE 
COMPRA”, del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL", 
celebrado el 25 de marzo de 1998, entre GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, como 
arrendadora y FRANQUICIAS LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL 
COLOMBIA, como arrendataria, relacionado con el inmueble ubicado en la Calle 
93 A No. 11-27 de Bogotá, D.C., cuya matrícula inmobiliaria es 50C-574414, fue 
cometida por dos personas, una natural, la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, 
y otra jurídica, la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S EN C, porque en la 
celebración del contrato de compraventa del inmueble aquí identificado, mediante 
la Escritura Pública No. 6750 del 19 de diciembre de 2006 de la Notaría No. 54 del 
Círculo de Bogotá D.C., dicha escritura fue otorgada por la señora GLORIA 
TIRADO DE GÓMEZ, quien actuó en una doble condición: en su propio nombre 
como persona natural, y en calidad de representante legal de la sociedad GLORIA 
DE GÓMEZ Y CIA S EN C.  
  
Adicionalmente, en el presente caso, con relación a la sociedad GLORIA 
DE GÓMEZ Y CIA S EN C, no es posible predicar lo consagrado en el artículo 768 
del Código Civil, según el cual, “La buena fe es la conciencia de haberse adquirido 
el dominio de la cosa por medios legítimos exentos de fraudes y de todo otro 
vicio”, porque si bien es cierto, que se trata de dos personas diferentes, la 
señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ y la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S 
EN C, al estar la sociedad aquí mencionada, representada por GLORIA TIRADO 
DE GÓMEZ, esta no podía ignorar para los efectos del acto que estaba 
realizando, como representante legal de la sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S 
EN C, que el negocio jurídico de la compraventa del inmueble antes mencionado, 
en las condiciones en que el inmueble antes identificado fue vendido, fue el 
producto del incumplimiento  por la misma señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ, 
de la obligación pactada en la “CLAUSULA DECIMO SEXTA.- DERECHO 
PREFERENCIAL DE COMPRA”, del "CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE 
LOCAL COMERCIAL", celebrado el 25 de marzo de 1998.  
  
En estas condiciones, la señora GLORIA TIRADO DE GÓMEZ y la 
sociedad GLORIA DE GÓMEZ Y CIA S EN C, son solidariamente responsables 
en el pago de todos los perjuicios causados a la sociedad FRANQUICIAS 
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LATINOAMERICANAS S.A. SUCURSAL COLOMBIA - EN REORGANIZACIÓN, 
como consecuencia del incumplimiento de la cláusula del contrato de 
arrendamiento ya identificado. 
 
En conclusión, en el asunto litigioso de la referencia, a pesar de que están 
plenamente demostrados todos los elementos esenciales de la responsabilidad 
civil contractual, la sentencia apelada, los ignoró por completo, razón por la cual 
deberá ser revocada. 
 
SOLICITUD 
 
Con base en todo lo expuesto anteriormente, de manera respetuosa se solicita, 
revocar la sentencia de primera instancia del 7 de mayo de 2021 y dictar la 
sentencia que en derecho corresponda 
 
Del presente escrito se envía una copia al Doctor Andrés Jaramillo Hoyos, 
Abogado de las demandados, al correo electrónico <Ajaramillo@esguerra.com>. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ANGEL MENDOZA SALAZAR  
C.C. 74.242.450 de Moniquirá 
T.P. 85.393 C.S.J. 
Carrera 14 No. 94 A 24 Oficina 305 Edificio Acocentro 94 P.H., Bogotá, D.C. 
Teléfonos: 3164453056 
Correo electrónico: <abogadolams@gmail.com> 


